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La presente investigación tiene como problemática las condiciones bajo las cuales vive el 
adulto mayor que habita la calle, dicha población tiene unas características específicas que el 
Estado colombiano identifica e intenta darles solución, para ello crea una serie de 
instrumentos, entre estos los jurídicos como la Constitución, las leyes, las políticas públicas, 
los decretos, programas y anexos técnicos, entre otros, los cuales tienen un principio en 
común, la dignidad humana; estos instrumentos, no son efectivos para lograr el cambio en la 
cuestión mencionada, pues se evidencian algunos vacíos desde su formación (participación 
no decisiva de la población afectada) hasta su aplicación (falta de cumplimiento, trabas 
burocráticas, falta de recursos, corrupción, falta de conocimiento de los beneficios, etc.) para 
lo cual, se hace necesario encontrar qué elementos (jurídicos y de otras ciencias) se necesitan 
aplicar para la dignificación de las condiciones de vida de los adultos mayores que habitan la 
calle.  
 La administración distrital a través de la E.S.E de San Cristóbal ha presentado una 
caracterización de las condiciones en las cuales se encuentran comúnmente los ciudadanos 
que habitan la calle señalando que: 
“presentan un conjunto de etiologías crónicas asociadas a infecciones respiratorias, 
digestivas, de desnutrición y de piel, por mencionar algunas problemáticas, que se 
atienden generalmente cuando la situación es muy crítica, así como afectaciones 
sicológicas derivadas de sus condiciones de vida. Igualmente resalta que la tuberculosis en 
la mencionada población es una problemática frecuente y compleja, dada la confluencia de 
determinantes individuales y sociales, siendo un porcentaje importante de morbilidad el 




Por otra parte, en el VII censo realizado a finales de octubre del año 2017 se reporta en la 
ciudad de Bogotá un total de 9.538 ciudadanos habitantes de calle, en comparación al anterior 
censo del 2011 que reportó 9.614 una disminución algo cuestionable teniendo en cuenta las 
intervenciones del distrito en las zonas donde se concentraban la población objeto de esta 
investigación. situación que generó desplazamiento, muerte, desaparición y algunos casos 
atención de la población. El presente estudio tiene como foco de análisis, el adulto mayor que 
habita la calle, población que según el censo para el 2011 ascendía a la cantidad de 505 
personas la cual en el actual censo tiene una subida significativa presentando para 2017 un 
número de 781 adultos mayores que son habitantes de calle, una subida que va en contravía 
con la mejora leve en las estadísticas con los dos censos anteriores al 2011, en este momento 
se revela que la población volvió a presentar un aumento de más del 50%. Es necesario 
entender que Bogotá en tendencia de las grandes ciudades del mundo, registró durante los 
últimos 15 años un crecimiento del 5.3% en la población de más de 60 años, casi el doble de 
la tasa de crecimiento de la población total en la ciudad 2.7% según lo registrado en el 2009. 
En desarrollo de la formulación metodológica, se ha identificado que existe una población 
con afectaciones de tipo social, económico, físico, mental que les impide estar y permanecer 
bajo condiciones dignas de vida, dichas afectaciones se producen en gran parte por la falta de 
efectividad en la acción del Estado colombiano, siendo este, según lo establece el preámbulo 
de nuestra Constitución, a quien le corresponde asegurar a sus integrantes la vida, la 
convivencia, el trabajo, la justicia, la igualdad, el conocimiento, la libertad y la paz, también 
el escrito, en sus primeros artículos señala, que Colombia como Estado social de derecho está 
fundado en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas 
que la integran, así como también le impone como fines de su esencia a dicho Estado, servir a 
la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, 
derechos y deberes consagrados en la misma (art. 1° CP).  
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Son entonces los adultos mayores que habitan la calle merecedores de la garantía de 
cumplimiento de sus derechos, del respeto de la dignidad humana y de todas las protecciones 
especiales que se tengan, ya sean derivadas de su edad y/o de su situación económica, social, 
física, mental, protecciones emanadas de la voluntad del pueblo organizado en sociedad que 
se dio para sí un Estado. La existencia de adultos mayores que habitan la calle es muestra de 
que el Estado por diversas situaciones ha dejado de cumplir con sus objetivos misionales, con 
sus fines esenciales, con su razón de ser, sin duda alguna hay una debilidad manifiesta y 
grave vulnerabilidad de la población en mención tanto individualmente como en conjunto, 
pues no ve en el Estado la satisfacción de sus necesidades y por sus características propias le 
es difícil tenerlas por otro medio. 
A razón de la problemática señalada y en el desarrollo del presente proyecto de 
investigación, se planteó dar respuesta a un problema socio-jurídico, que corresponde a la 
siguiente pregunta: ¿Cómo lograr por parte de la sociedad, en cabeza del Estado colombiano 
la aplicación integral y materialización de la dignidad humana en las prestaciones y derechos 
que componen la calidad de vida y que garantizan las condiciones de vida digna en los 
adultos mayores que habitan la calle?, haciendo énfasis en los elementos que componen las 
condiciones o modos de vida, tanto en lo teórico como en lo práctico, mediante la 
observación-participativa, no únicamente de la satisfacción de los ciudadanos que hacen uso 
de los servicios de los centros noche de la Secretaría de Integración Social del Distrito 
Capital, sino también de las formas como se presta el servicio, las condiciones técnicas de los 
lugares, la forma como son tratadas las personas, tanto usuarios como trabajadores, así como 
de elementos que parecen difíciles de identificar como la convivencia y la salubridad, pero 
que en este escenario juegan un papel determinante, es decir, se intenta dar una mirada y 
análisis de esta realidad concreta a partir de bases teóricas y conceptuales de diversos autores, 
para plantear acciones que permitan un correcto proceso de restablecimiento de derechos. 
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En primer momento fue necesario y preciso plantear que, sólo si el Estado Colombiano a 
través de sus aparatos institucionales cumple de manera oficiosa y eficaz los fundamentos 
constitucionales de brindar calidad de vida e igualdad —principio de diversidad— conforme 
a los parámetros de dignidad humana, garantiza las condiciones de vida digna a los adultos 
mayores habitantes de la calle, quienes se encuentran en estado de debilidad manifiesta y 
grave vulnerabilidad, esto no es una especulación teórica, es una realidad práctica, pues ¿de 
qué otra manera sino con cambios reales en la vida de las personas, es cómo se mejoran sus 
condiciones de vida? pues, el Estado teóricamente garantiza la dignidad humana mediante 
extensa normatividad que produce y que se expondrá pero, no logra la materialización de 
estas condiciones en las poblaciones más vulnerables, menos aún mientras ellos sean quienes 
deban exigir y persistir en solicitudes y acciones inciertas que ponen una carga excesiva a sus 
ya complicadas condiciones de sobrevivencia. 
En consecuencia, se propuso durante la investigación el objetivo general de argumentar la 
necesidad de la acción oficiosa por parte del Estado colombiano, frente a las garantías que se 
fundamentan en el principio de dignidad humana, para lograr la efectividad de las 
condiciones de vida digna del adulto mayor que habita la calle. Nos posicionamos en un 
enfoque cualitativo, pues pretendemos la descripción y valoración del fenómeno y de las 
acciones que se destinan para su solución, partimos de datos probados por documentación, 
pero la forma de medición que realizamos es mediante la interacción con los sujetos, quienes 
nos llevan a la comprensión de todos sus elementos constitutivos como población vulnerable. 
Este enfoque además de permitirnos la obtención directa de la información nos conduce al 
acercamiento con el mundo empírico o realidad social, que es donde se evidencia la 
ineficacia frente a la aplicación integral y materialización de la dignidad humana en los 
diferentes servicios, los cuales permiten posicionar el cambio en la realidad material o mejor 
en las condiciones de vida del adulto mayor que habita la calle. La complejidad de la 
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problemática hace necesaria la multidisciplinariedad en el análisis y en la aplicación, por un 
lado, el análisis social, económico y político de las condiciones en las que vive una persona 
que habita la calle y que es mayor de 60 años, y por el otro la necesidad de encontrar 
elementos jurídicos para resolver el conflicto social.  
Partiendo de la información preexistente y recolectada en etapas preliminares de este 
proceso investigativo, y también haciendo uso de herramientas del método etnográfico, que: 
“consiste en la descripción y comprensión del modo o estilo de vida de las personas a 
quienes se estudia, representando de manera responsable cada uno de los aspectos que 
caracterizan y definen al hombre, la mujer y su cultura, interesándose especialmente por lo 
que la gente hace, cómo se comporta, cómo interactúa, cómo construye su vida y cómo la 
destruye también” (Guber, 2001). 
Nos aportó datos para identificar la calidad de las condiciones reales en las que vive el 
adulto mayor que habita la calle, nos valimos de este método porque entendemos la 
complejidad para recolectar información, pues el sujeto es distante y los mecanismos de 
recolección diversos, usamos a razón de esto, la entrevista y la observación participante que 
nos posibilitó un acercamiento y comprensión más completo sobre el universo investigativo.  
En una nueva etapa con el mismo enfoque cualitativo determinado por la necesidad de 
entender el fenómeno, de caracterizarlo e intentar dar respuesta certera en la solución del 
problema, nos permitimos proponer la necesidad de desarrollar acciones que permitan la 
dignificación de la calidad de atención y garantía de servicios aplicados a los adultos mayores 
que habitan la calle, por tanto consideramos pertinente hacer uso de la metodología aplicada 
en el  método de investigación-acción, el cual nos permitirá la realización de los objetivos 
trazados en esta investigación. Realizar una planeación metodológica de la forma como nos 
proponemos hacer el diagnóstico de las acciones adelantadas por el Estado, valorando su 
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pertinencia, efectividad, respeto por los principios y el diseño de la ruta oficiosa que 
efectiviza en conjunto la aplicación integral y la materialización de la dignidad humana, Este 
análisis se hace conforme a la metodología de Lewin (1973) que divide en tres fases:  
“(1) reflexión acerca de la idea central del proyecto, captura de datos, planeación y 
aplicación de acciones e investigación de la efectividad de las acciones. (2) reconstrucción 
de la práctica, la propuesta de una práctica alternativa más efectiva. Conocidas las 
falencias de la práctica anterior y presente, es posible incursionar en el diseño de una 
práctica nueva, (3) validación de la efectividad de la práctica alternativa o reconstruida, es 
decir, con la constatación de su capacidad práctica, para lograr bien los propósitos”  
Método de investigación seleccionado: Observación participante y metodología de 
investigación acción 
Instrumento de recolección de la información seleccionado: Observación y entrevista 
participativa consignadas en el diario de ruta. 
Unidad de análisis, Analizadores:  
Unidad: Acción oficiosa del Estado en el marco de la dignidad humana 
Categorías: Componentes de la calidad de vida 
● Bienestar físico y mental: Valoración de las condiciones en las que vive el individuo 
que lo afectan física, mental y emocionalmente. Indicadores: Salud física, vivienda, 
Seguridad, recreación y ocio. 
● Bienestar social: Valoración de los elementos de las condiciones sociales que afectan 
al individuo, pero que no dependen directamente de sus fuerzas o medios, sino que 
dependen de la estructura social. Indicadores: Educación, trabajo, ingresos, círculo 
social, servicios públicos. 
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● Satisfacción y Expectativas: Permite determinar qué tan satisfecho se encuentra el 
individuo en relación con los tipos de bienestar y buscan determinar las aspiraciones 
de los individuos, lo que espera, lo que le interesa. Indicadores: Autonomía, felicidad, 
tranquilidad, aspiraciones e intereses. 
Universo - población: Dos Centros noche de la ciudad de Bogotá (Uecha y Los Ocobos) 
Los objetivos específicos que se desarrollan en el presente problema de investigación, 
están conformados por el objetivo específico de contextualización, el cual se centra en 
diagnosticar las acciones adelantadas por parte del Estado colombiano, en su relación con la 
garantía de los derechos que componen las condiciones de vida digna del adulto mayor 
habitante de calle; el objetivo de conceptualización se dirige a valorar las garantías jurídicas 
que constituyen una obligación por parte del Estado colombiano, para la aplicación integral y 
materialización del principio de dignidad humana en la prestación de los servicios que 
atienden los componentes de la calidad de vida, permitiendo las condiciones de vida digna 
del adulto mayor habitante de calle; por último, el objetivo de corroboración o validación y 
tal vez el más importante donde se iniciará con el diseño de la ruta oficiosa que debería 
adelantar el Estado colombiano para la aplicación integral y materialización del principio de 
dignidad humana en la prestación de los servicios que atienden los componentes de la calidad 
de vida que permita la garantía efectiva de todos los derechos que componen las condiciones 
de vida digna del adulto mayor habitante de calle. 
Como se planteó en el aparte llamado —estructurando la ruta oficiosa—, la solución a la 
pregunta propuesta no puede tener, en ningún contexto, una única e inequívoca respuesta, eso 
es propio de las ciencias puras, y de lo que nos ocupamos es de las ciencias sociales y en 
concreto nuestro punto de mirada es desde derecho, las ideas de sociedad justa, equitativa y 
con condiciones de vida digna, no puede seguir siendo un tema utópico y con poco interés, es 
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por eso que resumimos las respuestas en pocas tesis, que deben ser implementadas de forma 
progresiva y gradual en la ruta oficiosa del Estado que diferenciamos de la ruta de atención 
por el contenido macro del concepto, entendida esta ruta oficiosa desde la misma 
Constitución política, hasta la aplicación material de la política pública con su 
reglamentaciones; todas las cuales no satisfacen el total de las necesidades y algunas de las 
que cubre no están bajo el marco de la dignidad humana, por desconocimiento de cómo 
garantizar el derecho a la igualdad a través de servicios que contengan el principio de 
diversidad, el cual también se ignora y no se aplica, lo que evidencia un problema de eficacia 
en la garantía o materialización de los derechos humanos, de los principios constitucionales y 
de las normas jurídicas en general. Además, por la multidisciplinariedad del concepto, se 
requiere una intervención colectiva de las otras disciplinas según donde se encuentre el vacío 
en el procedimiento de oficiosidad, ya que el fenómeno de habitabilidad en calle es producto 
de las falencias de tipo social, cultural y económico de la sociedad colombiana. 
Capítulo I - El adulto mayor habitante de calle 
Partiendo de las evidencias de la administración distrital, que a través de la E.S.E de San 
Cristóbal ha presentado una caracterización de las condiciones en las cuales se encuentran 
comúnmente los ciudadanos que habitan la calle, señalando que: 
“presentan un conjunto de etiologías crónicas asociadas a infecciones respiratorias, 
digestivas, de desnutrición y de piel, que se atienden generalmente cuando la situación es 
muy crítica, así como afectaciones sicológicas derivadas de sus condiciones de vida. 
Igualmente resalta que, entre otras, la tuberculosis en la mencionada población es una 
problemática frecuente y compleja, dada la confluencia de determinantes individuales y 
sociales. Siendo un porcentaje importante de morbilidad, la que afecta a este grupo 
poblacional vulnerable” (2015, pp. 28-30). 
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“También señala dicho documento que la salud mental y psicológica está enmarcada por la 
falta de futuro, se vive el día a día, la depresión es frecuente, así como la desesperanza. El 
consumo es un paliativo que ayuda a manejar la ansiedad y la depresión. El policonsumo 
de sustancias psicoactivas, consumo de alcohol, tabaco, la falta de descanso óptimo los 
lleva a un progresivo deterioro físico y mental. Las enfermedades nutricionales de estos 
ciudadanos tienen relación directa con las condiciones en las cuales viven, la ingesta 
irregular de alimentos, con la consecuente aparición de trastornos como la diarrea 
permanente, el acceso al agua potable no es regular o se consigue en malas condiciones de 
abastecimiento y almacenaje” (2015). 
Indica el informe de Caracterización de las Poblaciones Diferenciales y de Inclusión 2015 
que:   
“Las condiciones higiénicas en los lugares donde duermen tampoco son buenas, los 
cambuches y las cobijas para protegerse del frío son caldos de cultivo para parásitos. Son 
frecuentes los casos de pediculosis severa, con lesiones de cuero cabelludo y en área 
genital, lesiones en la piel por escabiosis, sarpullidos sobre infectados y lesiones 
producidas por animales (ratas, perros)” (p.29). 
“El acceso a medicamentos y sistemas de diagnóstico para la población de y en la calle es 
muy difícil. Para casos crónicos o con necesidades de intervención continua, es necesario 
el acompañamiento para lograr procesos. La problemática de salud oral es muy grave y 
motivo de un sufrimiento muy severo, los servicios que atienden el problema son pocos y 
con limitaciones de recursos. En general cuando hay alguna mejoría, tienden a abandonar 
el tratamiento. Adicionalmente para la Secretaría Distrital de Salud, la realización de 
acciones para atender dichas afectaciones encuentra en parte barreras de acceso, a las 
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cuales se enfrentan los ciudadanos habitantes de calle debido a la ausencia de documentos 
o a la falta de aseguramiento en salud” (p.30). 
Por otra parte, en el proyecto de acuerdo No. 008 (2009) "Por medio del cual se establecen 
lineamientos de política pública para la atención, inclusión y mejoramiento de la calidad de 
vida del habitante de calle en el Distrito Capital" se evidencian los cambios cuantitativos que 
se han presentado en la población de los ciudadanos habitante de calle cuando en 1997 en el 
primer censo, se obtuvo como resultado que en la ciudad había 4.515 habitantes de la calle; 
en 1999 la cifra creció a 7.793 personas; en el 2001 la cifra  siguió aumentando y alcanzó los 
11.832 habitantes de calle y, en el 2004 bajó a 10.077. En el mes de agosto de 2008, la 
Secretaría de Integración Social reveló los hallazgos del V censo de habitantes de la calle en 
Bogotá realizado en el 2007, en el cual se identificaron a 8.385 personas como habitantes de 
calle, siendo un 32% población mayor de 60 años. En el más reciente censo realizado en el 
año de 2011 se reporta en la ciudad de Bogotá un total de 9.614 ciudadanos habitante de 
calle; es decir que, aunque se venía mejorando levemente en las estadísticas con los dos 
últimos censos se revela que la población volvió a presentar un aumento.  
El presente estudio tiene como foco de análisis, el adulto mayor que habita la calle, 
población que según el V censo del 2007 representaba el 32% del total de la población 
(8.385), es decir 2.682 adultos mayores que habitan la calle, pero considerablemente 
disminuye esta cantidad para el VI censo del 2011, en el cual se reduce a 505 personas, 
situación alarmante atendiendo que, Bogotá al igual que las grandes ciudades del mundo, 
“registró durante los últimos 15 años un crecimiento del 5.3% en la población de más de 60 
años, casi el doble de la tasa de crecimiento de la población total en la ciudad 2.7% según lo 
las estadísticas consultadas” (2009). Es de vital importancia aclarar que para mitad de 2018 
no se cuenta con un censo actualizado; el VII censo estaba proyectado para el año 2015, 
según reuniones adelantadas por este equipo de investigación y la SDIS de Bogotá, a esta 
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fecha se cuenta con una precaria nota de prensa de la página oficial de la administración 
distrital que señala que se han atendido a más de 14.000 habitantes de calle y que se cuentan 
con cerca de 800 cupos en centros noche y centros día, destinados a la atención de adultos 
mayores en condiciones de abandono y habitabilidad en calle. (2017) 
Hasta el momento se ha identificado que existe una población con afectaciones de tipo 
social, económico, físico y mental que les impide estar y permanecer bajo condiciones dignas 
de vida; dichas afectaciones se producen en gran parte por la falta de efectividad en la acción 
del Estado colombiano, siendo a éste, a quien corresponde asegurar a sus integrantes la vida, 
la convivencia, el trabajo, la justicia, la igualdad, el conocimiento, la libertad y la paz  según 
lo establecido en el preámbulo de la Constitución, también se evidencia en la norma superior 
que Colombia como Estado social de derecho se funda en el respeto a la dignidad humana, el 
trabajo y la solidaridad de las personas que la integran, e impone como fines esenciales, 
servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los 
principios, derechos y deberes consagrados en la misma (Art, 1 CN).  
Para el caso de los adultos mayores, “el derecho a la vida (artículo 11) adquiere mayor 
significado la conservación y disfrute del período vital completo, el cual además debe tener 
prioridad en su ejercicio, así como mayor seguridad y defensa de la existencia; el derecho a la 
libertad (artículos 24, 26, 28, 38), reconoce que aunque sea necesaria la ayuda y apoyo de 
otras personas, esto no elimina su autonomía e independencia; el derecho a la salud (artículo 
49); el derecho a la igualdad (artículo 13): establece que las personas mayores gozan de la 
igualdad general, aunque la ley puede consagrar distinciones (discriminaciones positivas); el 
derecho al trabajo (artículos 25 y 53) plantea que la sociedad debe permitir el reconocimiento 
de sus aportes; el derecho a la educación (artículos 27, 54, 64, 67, 68, 70), implica enseñar y 
aprender de acuerdo con sus condiciones. Se reconoce así mismo el derecho a la actividad 
humana útil, el aprovechamiento del tiempo libre, especialmente para aquellos que han 
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entrado en receso laboral; el derecho al descanso (artículos 52 y 53), no sólo dentro del 
desarrollo del trabajo, sino también como compensación al uso activo del tiempo disponible o 
libre; el derecho a la recreación, al entretenimiento y a la diversión, bien sea de manera 
individual, familiar o colectiva; el derecho al deporte (artículo 52) como medio de actividad 
personal que contribuye al mejoramiento de las condiciones de vida y salud” CP (1991). 
“De igual manera, las personas mayores en su calidad de ciudadanas son sujeto de deberes 
frente a los particulares, la sociedad y el Estado (artículo 95). Respecto a los deberes del 
Estado, la sociedad y la familia, el artículo 46 establece que concurrirán para la protección 
y la asistencia de las personas de la tercera edad y promoverán su integración a la vida 
activa y comunitaria. En el artículo 51 concerniente al derecho a la vivienda digna señala 
que todos los colombianos tienen derecho a vivienda digna y que es el Estado quien fijará 
las condiciones necesarias para hacer efectivo este derecho. En el artículo 366, el Estado 
Colombiano establece como fines sociales el bienestar general y el mejoramiento de la 
calidad de vida de la población y pone como objetivo fundamental la solución de las 
necesidades insatisfechas de salud, de educación, de saneamiento ambiental y de agua 
potable” CP (1991). 
En el ordenamiento jurídico de Colombia con la promulgación de la Constitución del 91 
que contiene una amplia lista enunciativa de Derechos Humanos, se crean también 
mecanismos para la garantía de estos derechos fundamentales, y es quizá la acción de tutela 
contemplada en el artículo 86 (CP, 1991), una de las más importantes y con mayor alcance en 
la garantía de derechos la cual versa así: 
“toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y 
lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a 
su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, 
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cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de 
cualquier autoridad pública”. 
Aunque contrariando su esencia, dispone del artículo 85 que especifica que solo son de 
aplicación inmediata los derechos consagrados en los artículos 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 
19, 20, 21, 23, 24, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 33, 34, 37 y 40, debiéndose argumentar la 
conexidad con un “derecho fundamental” para lograr la protección de los derechos fuera de 
esta lista del artículo 85. 
A la luz de los artículos 93 y 94 superior se permite extender nuestro catálogo de derechos 
y garantías, el primero que refiere a la conformación del bloque de constitucionalidad que 
amplía el derecho a través del ingreso a la normatividad colombiana de pactos, convenios, 
convenciones y demás acuerdos internacionales que sean debidamente suscritos y ratificados 
por el Estado colombiano. El segundo nos recuerda el carácter enunciativo de la lista de 
derechos de nuestra Carta Política, donde señala que estos derechos contenidos no se deberán 
entender como la negación de otros que no se encuentren expresamente en su catálogo; nos 
permitimos referirnos a los siguientes que guardan relación con nuestro tema de 
investigación:  La Convención Americana sobre Derechos Humanos (CADH), el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP) y el Pacto de Derechos Económicos 
Sociales y Culturales (PIDESC), la Declaración de los Derechos Humanos de 1948, Plan de 
Viena de 1982, Deberes del Hombre de 1948, la Asamblea Mundial de Madrid y los diversos 
Tratados y  demás Convenios Internacionales suscritos por Colombia aplicables al caso. 
Es pertinente mencionar que para el año 2015 la OEA realizó una Convención 
Interamericana sobre la protección de los derechos humanos de las personas mayores, a 
través del cual se pretende dar un trato prioritario a la población, mediante la fijación de 
parámetros especiales que permitan el goce pleno de sus derechos. Colombia no ha ratificado 
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hasta el momento tal convención y por ende se encuentra esta garantía fuera del marco de 
exigibilidad.  Es preciso aclarar que no existe un acuerdo, convenio, convención o tratado del 
orden internacional frente a los derechos de los ancianos que habitan la calle, pero si se ha 
avanzado en el reconocimiento de los criterios de dignidad humana, es por tal motivo que 
vamos a referirnos a los tres anteriores convenios señalados en analogía a nuestro objeto de 
investigación: 
La Convención Americana sobre Derechos Humanos contempla en su preámbulo 
elementos que hemos señalado con anterioridad y se refiere a que toda persona humana por el 
hecho de ser merece un reconocimiento del Estado y más aún de la comunidad internacional 
para la protección de sus derechos.  Así también el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos contempla que no es posible desarrollar el concepto de hombre y -mujer- libres, sin 
que se creen condiciones que permitan a cada persona, gozar de estos derechos, este pacto 
contempla en el artículo 26 la igualdad ante la ley y por tanto exige a los Estados la garantía 
de no discriminación, a razón de esto todos los ciudadanos serán objeto de esta protección. 
Por último, el Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales en el artículo 11 
manifiesta una protección necesaria y propia para nuestra población, pues plantea la 
necesidad de proteger a personas que por factores asociados a la economía y a condiciones 
sociales puedan y deban tener una protección y unas garantías alimentarias, vestido y de 
vivienda entre otras. También en el artículo 12 contempla la protección en salud para todas 
las personas que en nuestro caso particular es una de las necesidades especialmente 
insatisfechas para la persona mayor de 60 años que habita la calle, dadas las condiciones de 
acceso y permanencia en el actual sistema de salud colombiano por parte de esta población. 
“La propia Constitución Política de Colombia establece los órganos de control que deben 
velar por la protección y la garantía de los derechos de la sociedad civil, estableciendo al 
Ministerio Público y la Controlaría General de la República como los órganos de control. 
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El Ministerio Público será ejercido por el Procurador General de la Nación, por el 
Defensor del Pueblo, por los procuradores delegados y los agentes del ministerio público, 
ante las autoridades jurisdiccionales, por los personeros municipales y por los demás 
funcionarios que determine la ley, a esté le corresponde la guarda y promoción de los 
derechos humanos, la protección del interés público y la vigilancia de la conducta oficial 
de quienes desempeñan funciones públicas. En los territorios existen personerías 
municipales que tienen como función actuar como defensor del pueblo y veedor 
ciudadano. Dentro de estas tareas le corresponde representar a la comunidad, vigilar y 
fiscalizar la gestión que cumplen las diversas autoridades administrativas de carácter local 
y la conducta oficial de los empleados municipales, y velar por el cabal ejercicio del 
derecho de petición. La Controlaría General de la República tiene a su cargo fortalecer el 
control y la vigilancia de la gestión fiscal con enfoque preventivo en el marco de la 
Constitución y la Ley para garantizar el buen manejo de los recursos públicos, en la 
búsqueda de la eficiencia y la eficacia de la gestión pública, con participación de la 
ciudadanía, para el logro de los fines del Estado” (CN 1991). 
Ya en el ejercicio legislativo, mediante la ley 1171 (2007) se establecen: 
“en materia de salud beneficios para las personas mayores de 62 años, relativos a 
establecer como obligación de las Entidades Promotoras de Salud EPS, la asignación de 
citas dentro de las 48 horas siguientes a la solicitud por parte de éstos, en los servicios de 
consulta externa médica, odontológica, para médico especialista y apoyos diagnósticos, así 
como la entrega de medicamentos a domicilio dentro de las 72 horas siguientes a la 
prescripción, si éstos no se han entregado inmediatamente, salvo en los casos de extrema 
urgencia, cuando la entrega debe ser inmediata” 
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Se promulgó en 2008 la ley 1251 reconociendo al adulto mayor como parte integral de la 
sociedad y no como una carga de esta, a través de esta ley ofrece un conjunto de 
disposiciones para proteger, promover, restablecer y defender los derechos de las personas 
adultas mayores, dentro de las cuales dispone que se debe expedir la Política Nacional de 
Envejecimiento y Vejez dándole el marco y fijando las áreas de intervención que debe tener 
en cuenta. Entre dichas áreas (art.17) está la relativa a la Protección a la salud y bienestar 
social indicando que “los adultos mayores tienen derecho a la protección integral de la salud 
y el deber de participar en la promoción y defensa de la salud propia, así como la de su 
familia y su comunidad”, el área de la educación, la cultura y la recreación como elementos 
que hacen parte del proceso de formación integral del ser humano, el entorno físico y social 
favorable, correspondiendo al Estado, “a través de sus entidades del orden Nacional, 
Departamental, Distrital y Municipal de conformidad con el ámbito de sus competencias, a 
las instituciones públicas y privadas, garantizar a los adultos mayores condiciones óptimas 
para que el entorno físico sea ajuste a sus necesidades,” y la productividad en la cual “el 
Estado deberá generar acciones tendientes a involucrar al adulto mayor en el desarrollo 
económico y productivo de nuestro país”. Además, crea instituciones tales como el “Consejo 
nacional del adulto mayor” como órgano consultivo para realizar seguimiento y verificación 
de políticas y programas para la protección e integración social de los adultos mayores y para 
velar por el debido cumplimiento de las disposiciones y principios establecidos en esta ley. 
Posteriormente con la Ley 1315 (2009): 
“se establecen las condiciones mínimas que dignifiquen la estadía de los adultos mayores 
en los centros de protección, centros de día e instituciones de atención, y también fija la 
competencia de las Secretarías de Salud para conferir las licencias de funcionamiento y 
hacer seguimiento al funcionamiento de estos Centros y, con la ley 1438 de 2011 reforma 
el Sistema General de Seguridad Social en Salud, SGSSS e incorpora dentro de los 
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principios del sistema el enfoque diferencial por edad, género y diversidad. Dentro del 
conjunto de sus disposiciones, esta ley prevé la necesidad de avanzar en las políticas 
públicas dirigidas a los grupos poblacionales en vulnerabilidad, entre ellos la población 
adulto mayor”  
El legislador colombiano mediante la ley 1641 del año 2013 ha determinado los 
lineamientos para la formulación de la política pública social de habitante de calle, y 
determina como objeto de la misma garantizar, promocionar, proteger y restablecer los 
derechos consagrados en la Constitución Política, con el enfoque diferencial por ciclo vital 
cumpliendo con los principios de dignidad humana, autonomía personal, participación  social, 
solidaridad, coordinación actuando con concurrencia y subsidiariedad entre los diferentes 
niveles de la administración pública. La política, debe contar con una participación amplia en 
la definición de la forma de abordar a esta población; la ley dicta unas tareas a cumplir, como 
la construcción de un plan de atención y delega el cumplimiento a las entidades en todos sus 
órdenes y crea un Sistema de Seguimiento y Evaluación de Impacto que garantice el 
cumplimiento de los objetivos de los distintos programas y proyectos, y las metas trazadas.  
Con la ley estatutaria 1751 del 2015 Por medio de la cual se regula el derecho fundamental 
a la salud y se dictan otras disposiciones: 
“Su objeto es garantizar el derecho a la salud (autónomo e irrenunciable), establece a el 
Estado como responsable de respetar, proteger y garantizar el goce efectivo del derecho 
fundamental a la salud, se obliga a abstenerse de afectar directa o indirectamente en el 
disfrute del derecho fundamental a la salud, de adoptar decisiones que lleven al deterioro de 
la salud de la población y de realizar cualquier acción u omisión que pueda resultar en un 
daño en la salud de las personas; Formular y adoptar políticas de salud dirigidas a garantizar 
el goce efectivo del derecho en igualdad de trato y oportunidades para toda la población, 
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asegurando para ello la coordinación armónica de las acciones de todos los agentes del 
Sistema; Formular y adoptar políticas que propendan por la promoción de la salud, 
prevención y atención de la enfermedad y rehabilitación de sus secuelas, mediante acciones 
colectivas e individuales, entre otras” 
Por otra parte, en la legislación civil se evidencia la obligación de alimentos a los 
ascendientes, padres adoptantes, entre otros -artículo 411 del Código Civil- y su 
incumplimiento tiene sanciones civiles de embargo y secuestro de bienes, y penales en cuanto 
al delito de inasistencia alimentaria que conlleva el arresto. 
El Decreto 2011 de 1976 organiza la protección nacional de la ancianidad y se crea el 
Consejo Nacional de Protección al Anciano, el cual se establece como una entidad asesora 
del Ministerio de Salud que debe velar por el cumplimiento de la ley en lo que respecta a la 
protección del anciano mayor de 60 años, que acuda a las instituciones para ancianos, además 
de dirigir las operaciones administrativas del Fondo de Protección al Anciano creado por la 
ley con el fin de financiar la protección del mayor de sesenta años, de conformidad con la ley 
29 de 1975 que a su vez invitó al Gobierno Nacional para que dictase las normas legales 
necesarias tendientes a favorecer a los ancianos mayores de 60 años que carecían de recursos 
económicos que les permitiera subsistir dignamente. Posteriormente mediante el Decreto 77 
de 1987 por el cual se expide el Estatuto de Descentralización en beneficio de los municipios, 
señala en su artículo 18 que la construcción, dotación básica y mantenimiento integral de los 
Centros de Bienestar del Anciano estarán a cargo de los municipios y del Distrito Especial de 
Bogotá. 
El Decreto 560 de 2015, expedido el 21 de diciembre por la Alcaldía mayor de la capital 
del país adopta la política pública para habitante de calle, la cual contempla el conjunto de 
valores, decisiones y acciones estratégicas lideradas por el Estado que busca garantizar los 
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derechos a esta población. Establece los enfoques de derechos, diferencial, territorial y de 
género, y dentro de los principios que orientan esta política pública, se cuentan el de 
diversidad que reconoce la multiplicidad y pluralidad de condiciones, identidades y 
expresiones humanas, lo que sustenta la atención para cada caso en concreto. Además, la ley 
contempla 6 componentes de la política y les asigna unas líneas de acción: 
“orientadas al mejoramiento de la convivencia ciudadana y la dignificación de los 
ciudadanos y ciudadanas habitantes de calle en el marco de la promoción, protección, 
restablecimiento y realización de sus derechos, que contribuyan a su inclusión social, 
económica, política y cultural, así como a la protección integral de las poblaciones en 
riesgo de habitar la calle” (Decreto 560 de 2015). 
En virtud de la Ley 100 de 1993 se desarrolla el programa de auxilios para los ancianos 
indigentes, “con el objeto de apoyarlos económicamente, en el cual se les entrega hasta el 
50% del salario mínimo legal mensual vigente, siempre que se cumplieran determinados 
requisitos, entre los que se encontraban: el ser colombiano, tener 65 o más años, residir 
durante los últimos diez años en el territorio nacional y carecer de rentas o de ingresos 
suficientes para su subsistencia, entre otros” (Ley 100, 1993). Su objetivo es el mejoramiento 
de calidad de vida mediante la satisfacción de necesidades básicas, y el subsidio durará hasta 
que se dé el mejoramiento de la condición social y económica del beneficiario y, este deje de 
cumplir con los requisitos del Decreto 1135 de 1994.  Evidentemente esta solución cumple 
con algunas de las exigencias enunciadas antes, pero surge el inconveniente de la 
habitabilidad de calle, factor al parecer no contemplado por el legislador con la seriedad que 
requiere.  
El Programa de Solidaridad con el Adulto Mayor “Colombia Mayor”, busca aumentar la 
protección a los adultos mayores que se encuentran desamparados, que no cuentan con una 
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pensión o viven en la indigencia o en la extrema pobreza; por medio de la entrega de un 
subsidio económico. Tiene unos criterios para el acceso, ser colombiano, haber vivido 
durante los últimos 10 años en Colombia, tener mínimo tres años menos que se requiere para 
pensionarse por vejez, pertenecer al nivel 1 o 2 del SISBEN y no tener ingresos suficientes 
para subsistir.  
El primer análisis por parte de la Corte Constitucional sobre temas relacionados con la 
garantía de los derechos a las personas indigentes, ahora habitantes de calle, lo hace en la 
sentencia T-533/92, en la cual contempla la posibilidad de que mediante la acción de tutela se 
garantice lo que se ha denominado como un derecho público subjetivo, en cabeza del 
individuo y a cargo del Estado, y así la Corte reconoce que “los derechos sociales de las 
personas en situación de indigencia pueden concretarse y generar un derecho público 
subjetivo de inmediata aplicación.” Así, la Corte ha afirmado que en caso de que “se 
evidencie una grave afectación del mínimo vital de quien solicita atención y que carece de un 
núcleo familiar cercano que cubra sus requerimientos, procede ordenar de manera 
excepcional la atención del Estado ante la situación de indigencia por tutela”. Para la Corte es 
el juez quien debe proceder a verificar la existencia de los supuestos de hecho que generan a 
favor del indigente, un derecho público subjetivo a una determinada prestación estatal. 
La Corte Constitucional es quien brinda la protección a los derechos fundamentales debido 
a las facultades que le otorga la misma constitución, en cuanto a la calidad de vida 
encontramos en la sentencia T-426/92 que “la persona requiere de un mínimo de elementos 
materiales para subsistir y aunque la Constitución no consagra un derecho a la subsistencia o 
mínimo vital, éste puede deducirse de los derechos a la vida, a la salud, al trabajo y a la 
asistencia o a la seguridad social. La consagración de derechos fundamentales en la 
Constitución busca garantizar las condiciones económicas y espirituales —inmateriales— 
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necesarias para la dignificación de la persona humana y el libre desarrollo de su 
personalidad.” En este mismo pronunciamiento evidenciamos que según la Corte: 
“el Estado social de derecho hace relación a la forma de organización política, que tiene 
como uno de sus objetivos combatir las penurias económicas o sociales y las desventajas 
de diversos sectores, grupos o personas de la población, prestándoles asistencia y 
protección. Exige esforzarse en la construcción de las condiciones indispensables para 
asegurar a todos los habitantes del país una vida digna” Sentencia T-426 (1992). 
De acuerdo con la Corte Constitucional en sentencia T-203/99 se resalta la prevalencia de 
la que solo gozan los derechos fundamentales, se debe a la relación directa que conservan con 
la esfera esencial de la persona y que en virtud del factor de conexidad, los derechos de 
“segunda generación” como el derecho a la salud, a la seguridad social o a la vivienda digna, 
pueden ser protegidos de la misma forma que los derechos fundamentales, lo que no sucede 
con los derechos prestacionales o asistenciales, “debido a que su realización efectiva depende 
en primer lugar, de la disponibilidad de recursos del Estado, y en segundo lugar de la 
reglamentación que el órgano legislativo determine para su reclamación” (1999), pero el 
deber ser, es que: 
“el Estado social debe dedicarse a la tarea de emprender proyectos y políticas públicas 
útiles, capaces de satisfacer las necesidades del individuo y su familia, sin limitar la 
protección constitucional de los derechos fundamentales, obligado a garantizar todos los 
derechos, incluidos los derechos sociales sin ninguna restricción” Sentencia T-203 (1999). 
Entorno al derecho a la vivienda digna, Colombia ha sido objeto de una evolución 
jurisprudencial teniéndose en cuenta la estrecha relación de éste, con la conservación y 
supervivencia digna del ser humano, también aquellas razones que se desprenden de otros 
derechos y bienes relevantes desde el problema que afecta en concreto la subsistencia misma 
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de toda persona y su familia. La vivienda digna es entendida bajo el alcance que determinó la 
Sentencia T-958 (2001) como:  
“todo un entorno digno y apropiado dirigido a satisfacer la necesidad humana de disponer 
de un sitio de vivienda propio o ajeno que incorpore condiciones suficientes para que 
quienes habiten allí, puedan realizar de manera digna su proyecto de vida” 
En la sentencia T-881/02 la sala señala que, a través de la jurisprudencia sobre la dignidad 
humana, se ha identificado tres lineamientos claros y diferenciables: 
“(i) La dignidad humana entendida como autonomía o como posibilidad de diseñar un plan 
vital y de determinarse según sus características (vivir como quiera); (ii) La dignidad 
humana entendida como ciertas condiciones materiales concretas de existencia (vivir 
bien); Y (iii) la dignidad humana entendida como intangibilidad de los bienes no 
patrimoniales, integridad física e integridad moral (vivir sin humillaciones)” sentencia T-
881 (2002). 
Analizando el caso de un habitante de calle, la Corte en sentencia T-211/04 advierte que 
esta condición: 
“atenta de forma directa contra los derechos fundamentales, colocando a la persona en una 
situación de debilidad manifiesta, que se agrava no sólo por su precaria situación 
económica, sino también cuando tal estado de indignidad se acompaña de una crítica 
afectación de la salud física o mental. Frente a estas circunstancias, es cuando el Estado 
debe responder, interviniendo de manera directa e inmediata a fin de brindar protección a 
quienes hacen parte de esos sectores marginados. Así lo dispone el artículo 13 
constitucional, con el cual se permite que los indigentes sean objeto de un trato preferente, 
principalmente en lo relacionado con la atención a su salud” sentencia T-211 (2004). 
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En concordancia con lo mencionado, en un caso de estudio realizado en sentencia T-
119/05 sobre un habitante de calle se recuerda que: 
“perteneciendo a una democracia constitucional, y siendo este el ámbito de concreción y 
protección, por excelencia de los derechos fundamentales de las personas, el Estado debe 
configurar mecanismos para que el ciudadano pueda acudir ante sus jueces en aquellos 
eventos en que se le desconoce su dignidad, se lo cosifica o en fin, se es indolente ante sus 
padecimientos y lo que el ciudadano espera de sus jueces, es que estén a la altura del 
importante papel que se les ha asignado en las democracias modernas” sentencia T-119 
(2005). 
Por otro lado, la sentencia T-523/06 señala que:  
“dentro del Estado social de derecho es preferente la protección a personas en debilidad 
manifiesta. Este es un objetivo que no se debe ver como una limosna sino como algo 
resultante del derecho a la igualdad, dentro de los parámetros del constitucionalismo 
humanista. La protección a los ancianos y específicamente a los ancianos habitantes de 
calle tiene su respaldo en el derecho a la igualdad reconocida en el inciso 3° del artículo 13 
de la C.P., en esta misma sentencia y refiriéndose a avances de la misma corporación, en 
sentencia T-1036/03, se señaló la naturaleza del subsidio económico en los siguientes 
términos: i) no tiene el carácter de pensión de jubilación o de asignación de retiro, ii) no 
conlleva otro beneficio prestacional, y iii) tiene carácter vitalicio, pues se reconoce 
solamente hasta la muerte de su beneficiario sin dar lugar a sustitución en cabeza de 
cónyuge o descendientes” 
En sentencia T-900 (2007) se anunció que: 
“de conformidad con los artículos 13 y 46 de la Carta, las personas de la tercera edad 
tienen un derecho constitucional a una protección mínima frente al desempleo, a la falta de 
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vivienda, de educación y de alimentación. De acuerdo con la jurisprudencia de la 
Corporación, este derecho adquiere el carácter de fundamental cuando, según las 
circunstancias del caso, su falta de reconocimiento tiene la potencialidad de poner en 
peligro otros derechos y principios fundamentales como la vida, la dignidad humana, la 
integridad física y moral, o el libre desarrollo de la personalidad de las personas de la 
tercera edad” 
En este sentido, tratándose de los derechos de las personas de la tercera edad, en la 
sentencia T-833 (2010) se establece que: 
“dentro los deberes que se imponen al Estado resultan imperiosos aquellos que procuran 
verdaderas condiciones materiales de existencia digna. De esa manera, las personas que se 
encuentran en la mencionada categoría son acreedoras de una especial protección, 
proveniente no sólo del Estado sino de todos los miembros de la sociedad” 
Es igualmente importante la afirmación que hace la Corte en sentencia C-336/08 
anunciando que el Estado social de derecho toma como primer fundamento el reconocimiento 
y respeto por la dignidad de la persona humana. 
“lo cual tiene consecuencias jurídicas a favor de la persona, como también deberes 
positivos y de abstención para el Estado a quien corresponde velar porque ella cuente con 
condiciones inmateriales y materiales adecuadas para el desarrollo de su proyecto de vida. 
Por condiciones inmateriales se entienden los requerimientos éticos, morales, axiológicos, 
emocionales e inclusive espirituales que identifican a cada persona y que siendo 
intangibles e inmanentes deben ser amparados por el Estado, pues de otra manera la 
persona podría ser objeto de atentados contra su fuero íntimo y su particular manera de 
concebir el mundo. Por condiciones materiales han de entenderse los requerimientos 
tangibles que permiten a la persona vivir rodeada de bienes o de cosas que, según sus 
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posibilidades y necesidades, le permiten realizar su particular proyecto de vida” sentencia 
C-336 (2008). 
En sentencia T-323/11 se deja claro, que: 
“el respeto y protección a los desposeídos y en especial a los -indigentes-, abarca todos los 
ámbitos de protección constitucional de sus derechos fundamentales, en especial, aquellos 
que tengan que ver directamente con su vida, su salud y las condiciones mínimas de 
existencia digna” (2011). 
En concordancia la sentencia T-057/11 cuando señala que las personas que son conocidas 
en nuestro entorno social como indigentes, ahora habitantes de calle: 
“hacen parte de un grupo humano cuyo grado de vulnerabilidad obedece en gran medida a 
su incapacidad económica para suplir sus necesidades básicas, la cual suele ser 
consecuencia de graves limitaciones físicas, mentales o de edad que no les permite 
asegurar ese mínimo sustento” (2011). 
Recientemente en sentencia T-092 de 2015 se hace el desarrollo jurisprudencial frente al 
concepto y trato del habitante de calle, pues ha cambiado y actualmente no se exige que la 
persona haya roto vínculos con su entorno familiar pues en sentencia C-385 de 2014 se 
declaró la inexequibilidad por considerarlo violatorio de la igualdad. En conclusión, hoy en 
día un habitante de la calle es: 
“todo aquel que, sin distinción de sexo, raza o edad, hace de la calle su lugar de 
habitación, ya sea de forma permanente o transitoria, y no cuenta con la totalidad de los 
elementos para solventar las necesidades básicas de un ser humano” (2014). 
La sala de lo contencioso administrativo del Consejo de Estado mediante sentencia de 
diciembre de 2014 con radicación número: 11001-03-15-000-2014-03575-00 (AC) expresa 
que la Constitución Política, en los artículos 13 y 46, contempla una protección especial del 
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Estado y la sociedad a las personas de la tercera edad, en concordancia con los preceptos en 
que se fundamenta el Estado social de derecho: la solidaridad y la dignidad humana, 
igualmente señala que la Corte Constitucional en las sentencias T-540/2002 y T-111/13 ha 
señalado que “los adultos mayores necesitan una protección preferente en vista de las 
especiales condiciones en que se encuentran y, es por ello, que el Estado tiene el deber de 
garantizar los servicios de seguridad social integral a estos, dentro de los cuales se encuentra 
la atención en salud. La atención en salud de las personas de la tercera edad se hace relevante 
en el entendido en que es precisamente a ellos a quienes debe procurarse un urgente cuidado 
médico a razón de las dolencias que son connaturales a la etapa del desarrollo en que se 
encuentran”. 
Desde su existencia la humanidad se ha interesado por la calidad de vida —indirectamente 
también por las condiciones de vida digna—, pues desde tiempos remotos este término era 
usado y asociado con la satisfacción de necesidades aunque sin una definición clara, es desde 
hace muy poco tiempo que se ha intentado establecer un concepto de calidad de vida, que 
reúna las perspectivas de cada una de las disciplinas que abordan el concepto; concordante 
con lo anterior, la afirmación que hace García Riaño de que “no existen referencias históricas 
bibliográficas del concepto de calidad de vida en sí”. (García R, 1991), Por tanto, es un 
concepto en construcción, que requiere de la articulación efectiva de cada una de las 
disciplinas que le hacen parte.  
Argumentan  María Gómez y Eliana Sabeh (n.d.) que fue durante la década de los 50s y 
comienzos de los 60s del siglo pasado cuando la expresión de calidad de vida apareció en los 
debates públicos en torno a la necesidad de medir objetivamente el medio ambiente y al 
deterioro de las condiciones de la vida urbana, si bien tomamos este momento como punto de 
partida no desconocemos que haya habido anteriormente acercamientos al concepto desde 
algunas otras disciplinas como por ejemplo en la medicina, cuando desde las civilizaciones 
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Egipcia, Hebrea, Griega y Romana se creó la tradición de una gran preocupación por la salud 
del sujeto, pero evidenciamos que es desde esta década el momento en el cual se comienza a 
formar un concepto de calidad de vida al cual se agrupan los aportes de las diversas ciencias 
y esto debido a los hechos que anteceden este tiempo en la historia humana, es fundamental 
entender momentos históricos o acontecimientos que han marcado el devenir de la 
humanidad, por ejemplo se hace relevante mencionar acontecimientos como el 
reconocimiento de los derechos humanos y otros derechos, la industrialización de la 
sociedad, los desajustes socio-económicos procedentes de la Gran Depresión del 29 del siglo 
pasado, la preocupación de un reordenamiento geopolítico y la restauración del orden 
internacional una vez consumada la segunda guerra mundial, el creciente interés por conocer 
acerca del bienestar humano y la necesidad de medirlo a través de indicadores los cuales 
fueron evolucionando, en un primer momento estos indicadores hacían referencia a 
condiciones objetivas, especialmente de tipo económico y social, para en un segundo 
momento contemplar elementos subjetivos en consecuencia directa con sus condiciones. 
Posteriormente a inicios de la década de los 60 según un estudio realizado por las naciones 
unidas a través de algunas de sus organizaciones como la Organización Mundial de la Salud 
(OMS), la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura 
(UNESCO), la Organización Internacional del Trabajo (OIT) establecen que el conjunto 
objetivo de 9 componentes (salud, alimentación, educación, trabajo, vivienda, seguridad 
social, vestidos, ocio y derechos humanos) constituyen el nivel de vida de los pueblos y las 
personas. A finales de los años 70 del siglo XX la Organización de Cooperación y Desarrollo 
Económico (OCDE) produjo una lista de preocupaciones que se concretaron en 33 
indicadores y es en este periodo cuando surge la preocupación de entender y explicar las 
insatisfacciones que se presentaban entre las sociedades de la abundancia y el consumo, e 
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inicia el cuestionamiento si la idea de felicidad humana se encuentra exclusivamente en la 
satisfacción de las necesidades materiales.  
En el año de 1992 Borthwick-Duffy propuso tres conceptualizaciones de calidad de vida 
las cuales fueron:  
“(i) la calidad de las condiciones de vida de una persona. (ii) la satisfacción experimentada 
por la persona con dichas condiciones vitales (iii) la combinación de componentes 
objetivos y subjetivos, es decir, condiciones de vida de una persona junto a la satisfacción 
que esta experimenta. En 1995 Felce y Perry añadieron una cuarta conceptualización que 
estableció a la calidad de vida como la combinación de las condiciones de vida y la 
satisfacción personal ponderadas por la escala de valores, aspiraciones y expectativas 
personales” (1992). 
Las condiciones de vida digna se encuentran íntegramente relacionadas con la calidad de 
vida, en el entendido que dichas condiciones están definidas por las características del 
contexto dentro del cual se desarrollan las actividades humanas en base a los factores de los 
que trata la calidad de vida;  en este sentido un colectivo de investigadores Cabrera, Agostini, 
López y Victoria (1998) elaboraron la siguiente definición: “La calidad de vida es el 
resultado de la compleja interacción entre factores objetivos y subjetivos; los primeros 
constituyen las condiciones externas: económicas, sociopolíticas, culturales y ambientales 
que facilitan o entorpecen el pleno desarrollo del hombre (la humanidad), de su personalidad. 
Los segundos están determinados por la valoración que el sujeto hace de su propia vida”. 
En los últimos 10 años las investigaciones sobre calidad de vida han ido aumentando 
progresivamente en diferentes ámbitos del quehacer profesional y científico, como lo indica 
Carlos Eduardo Maldonado cuando advierte que: 
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“a lo largo de su desarrollo histórico, el concepto de calidad de vida se ha caracterizado 
por su continua ampliación. De forma sucinta podría considerarse que inicialmente 
consistía en el cuidado de la salud personal, pasa luego a convertirse en la preocupación de 
la salud e higiene públicas, se extiende posteriormente a los derechos humanos, laborales y 
ciudadanos, continúa con la capacidad de acceso a los bienes económicos y finalmente se 
convierte en la preocupación por la experiencia del sujeto en su vida social, de su actividad 
cotidiana y de su propia salud. El concepto deviene así más rico, complejo y frágil” 
(2004). 
A nuestro juicio desde una perspectiva jurídica y con un enfoque funcional-estructuralista, 
entendemos que las condiciones de vida digna surgen de la asociación entre la dignidad 
humana y la calidad de vida. Ya hablamos de uno de los elementos de las condiciones de 
vida digna —calidad de vida—, corresponde ahora hablar de la dignidad humana, el otro 
elemento que constituye nuestro objeto de investigación. Debemos indicar que este concepto 
es una construcción filosófica para expresar el valor intrínseco de la persona, derivado de una 
serie de rasgos de identificación que la hacen única e irrepetible, que es el centro del mundo, 
igualmente vale la pena resaltar el hecho de que la dignidad humana como concepto 
filosófico ya existía en la antigüedad, y adquirió su expresión moderna con Kant, quien 
entiende la dignidad, como una condición en la que se posee un valor intrínseco, interno y 
autónomo; estos amplios conceptos sólo alcanzaron a materializarse en textos de derecho 
internacional y en las constituciones nacionales recientemente, tras el paso por la grandes 
guerras que vivió el mundo durante el siglo xx, provocando la inclusión de la noción de la 
Dignidad humana. (2007, [1785], p. 48) 
Dentro de la concepción moderna, encontramos que la dignidad humana es el fundamento 
de los derechos humanos, es esta una concepción jurídica de la dignidad, pero pretendemos 
abordar este estudio sin el deterioro de las distintas concepciones de las diversas disciplinas 
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que han abordado el tema, por ejemplo, para la filosofía del derecho, la dignidad es el límite 
entre las demandas de la moral y las regulaciones jurídicas, concepciones que nos sirven de 
apoyo para nuestra investigación. Hacemos uso de lo dicho por Adriana María Restrepo 
Ospina (2011) quien expone que el concepto se manifiesta como un instrumento de primer 
orden para el direccionamiento ideológico de las sociedades, el cual opera como razón de ser 
del Estado y de su ordenación jurídica o lo que sería lo mismo, parafraseando a Habermas, la 
dignidad humana es la fuente de todos los derechos. Señala igualmente la Autora que, 
analizando la jurisprudencia, se encontró la idea de lo que la Corte Constitucional entiende 
por dignidad, y la define como una expectativa connatural al ser humano, un atributo que le 
es inherente: “La dignidad, como es sabido, equivale al merecimiento de un trato especial 
que tiene toda persona por el hecho de ser tal. Equivale, sin más, a la facultad que tiene toda 
persona de exigir de los demás un trato acorde con su condición humana”.  
Al interior del sistema jurídico, la dignidad funciona como límite del escenario legítimo 
de acción de los sujetos, se entiende incorporada en el orden jurídico sin necesidad de 
reconocimiento expreso, pues es valor fundante del Estado, más aún, obliga al legislador a 
encaminar su acción hacia la protección y respeto de este principio, para las autoridades 
públicas es el límite a sus actuaciones, para el juez la dignidad es guía de interpretación e 
integración jurídica, y sustento de la defensa y garantía de los derechos fundamentales, y para 
el particular, es la dignidad del otro el límite de sus libertades. 
En un contexto local, la Constitución de 1991 trajo grandes cambios al Estado 
colombiano, la inclusión de principios, el cambio a Estado social de derecho, la inclusión de 
los nuevos elementos del derecho público internacional a raíz de las graves violaciones a los 
derechos humanos, la inclusión de la dignidad humana en el escenario constitucional 
entendida como un elemento fundamental y fin esencial del Estado colombiano, lo anterior, 
lamentablemente va en contravía del contexto social, económico y político del país, pues a 
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diario vemos aumento de miseria, desigualdad social, hambre, desesperanza, desempleo, 
muertes violentas y no violentas, desplazamiento violento y no violento, en fin, un sin 
número de situaciones que nos llevan a preguntar ¿por qué no se cumple con los mandatos de 
la ley, con los acuerdos constitucionales, con lo pactado en los contratos de ejecución de 
suministros de atención social? 
El concepto que nos interesa rastrear es el de condiciones de vida digna, pero es 
imposible, pues se ha utilizado únicamente para caracterizar únicamente unas condiciones de 
vida, pero no conforme a la dignidad humana, se han entendido estos conceptos de forma 
separada. Por un lado, se ha utilizado el término para referirse a las condiciones propias de un 
trabajo digno y justo, también se ha referido a elementos propios de la calidad en la atención 
médica, pero no se ha teorizado sobre la dignidad humana en todos los aspectos de la calidad 
de vida. Parece darse por entendido que la dignidad humana es aplicada en todas las 
actuaciones del Estado, se asume como si existiera per sé en la aplicación o materialización 
de la calidad de vida. Por su parte, la Corte Constitucional en amplia jurisprudencia ha 
analizado y desarrollado conceptos como la vida digna, el trabajo digno, la vivienda digna, ha 
faltado el reconocimiento varios de los factores que componen la calidad de vida; estos 
derechos se han aplicado alejado de los fundamentos de la dignidad humana y siempre en 
procura de mantener una subsistencia “momentánea”, pues a través del mínimo vital solo se 
ha brindado una garantía particular, una prestación, y no el conjunto que permita preservar 
una vida digna más allá de la propia existencia, sin la asociación entre estos conceptos, es 
imposible generar las condiciones de vida digna. 
Adriana María Restrepo Ospina (2011) analizando fallos de la Corte Constitucional, 
identifica algunos elementos para tener en cuenta:  
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“el tribunal considera que la dignidad humana puede verse afectada de formas diversas por 
ejemplo con actos de opresión; con actitudes despectivas frente al ser humano y sus 
necesidades, se manipula al ser humano, se le cosifica, se le imponen fines externos o es 
tratado como materia moldeable en manos del poder” (2011) 
Al someter a la persona y sus derechos inalienables o fundamentales a una vida inferior a 
la señalada por la naturaleza y la razón, mediante tratos denigrantes e inhumanos, en estos 
casos el Derecho Internacional, a la luz de la dignidad humana obliga al Estado a realizar 
acciones de igualación o discriminación positiva frente a personas con limitaciones o frente a 
las acciones desproporcionadas o despóticas de la burocracia estatal. Es necesario posicionar 
en el debate dos conceptos que se conjugan en nuestra población y que les hace tan 
importante su pronta atención jurídico-social, un aspecto biológico y otro social, nos 
referimos a la grave vulnerabilidad que sufre nuestra población por su condición económica 
y etaria.  Debemos resolver precisamente ¿qué entendemos por habitante de calle? y ¿qué es 
ser adulto mayor?, y cómo estas dos circunstancias configuran lo que actualmente 
conocemos como población en estado de debilidad manifiesta y grave vulnerabilidad. 
Un elemento constitutivo de un país es su población, y su principal responsabilidad es 
garantizar el respeto de los derechos humanos (Quinn & Degener, 2002). En tal sentido, los 
Estados son los llamados a salvaguardar los derechos humanos y las libertades fundamentales 
de las personas mayores sin discriminación de ningún tipo. Resaltan Elder y Cobb (1993) 
que: 
“por mucho tiempo se consideró que los problemas del envejecimiento y de las personas 
mayores formaban parte de la vida natural y había que resolverlos en el ámbito individual 
o privado. Se convirtieron en problemas públicos cuando las personas mayores empezaron 
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a comportarse como un grupo distinto al resto, a exigir programas especiales a su favor, 
con asignación de recursos” 
Pero, advierte Etxeberría (2008) que: “en los países con amplios sistemas de bienestar, si 
bien pueden disfrutar de la satisfacción de necesidades básicas en terrenos como la seguridad 
social y la salud, les están vedadas aquellas ligadas a la autonomía y la participación” 
Vemos acertada la relación que hace Solano, B. T. en un documento periodístico de 
Medellín, cuando señala que “el envejecimiento del organismo humano es un proceso 
individual y colectivo a la vez, en el sentido que se produce en el individuo, pero es muy 
condicionado por la sociedad y por los modos de vida” (1997). En este sentido, el 
envejecimiento poblacional es un fenómeno complejo que afecta a todas las sociedades y la 
necesidad de prestar una protección a las personas mayores de 60 años la podemos ver 
cuando, según Georges Minnois (2008) en su libro la historia de la vejez, “el grupo social del 
adulto mayor es altamente vulnerable, las sociedades menos civilizadas están basadas en la 
ley del más fuerte y por tanto el adulto mayor se convierte en un ser frágil y -sin validez-”, 
para Sandra Huenchuan tradicionalmente, la concepción predominante de la vejez ha sido la 
de una etapa de carencias de todo tipo: económicas, físicas y sociales. “En raras ocasiones las 
personas mayores han sido concebidas como sujetos capaces de aportar a la sociedad y a sus 
familias” (2010). 
En Colombia el reconocimiento de las necesidades de la población en condición de vejez 
ha avanzado inicialmente impulsado por los lineamientos internacionales, a razón de las 
determinaciones de orden internacional entre las que podemos evidenciar las de la CEPAL 
(Comisión Económica para América Latina y el Caribe), pero para algunos autores como 
Luis Rodríguez Piñero (2012) es necesaria una convención para la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra las personas mayores, de igual forma Barahona (2012) 
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manifiesta que “la propuesta de una convención internacional sobre los derechos de las 
personas mayores es la garantía más realista para que millones de personas vean respetados 
sus derechos”. 
“Aun cuando no existe ningún instrumento de derechos humanos a nivel internacional o 
regional que esté completa y exclusivamente dedicado a los derechos humanos y la 
dignidad de las personas mayores, algunos tratados regionales vigentes dedican un 
articulado especial a los ancianos” Stuckelberger & Cangemi (2011). 
 “En el caso de América Latina y el Caribe, la prohibición y sanción de las prácticas 
discriminatorias en relación con las personas mayores han venido de la mano de la nueva 
ola de normas específicas sobre este grupo de la población, adoptadas durante la última 
década. Señala Rodríguez Piñero (2012) que la normativa existente es muchas veces 
fragmentaria, limitada en cuanto a su esfera material de aplicación, y no siempre 
suficientemente integrada en el ordenamiento jurídico general” (2012). 
Para Megret (2011) se necesita: 
“por una parte, profundizar el significado que tienen para las personas mayores los 
derechos humanos existentes y por la otra, aclarar las obligaciones de los Estados con 
respecto a la promoción y protección de esos derechos en contexto de 
envejecimiento”  
Pues “desde el momento que se reconoce a las personas mayores como un grupo en 
situación de vulnerabilidad, el principio de igualdad exige que el Estado adopte medidas 
concretas para garantizar sus derechos” (Mautone, 2012) por tal motivo el autor plantea que 
“esto permite exigir del Estado ciertas acciones destinadas a eliminar las barreras que 
provoca esa situación de vulnerabilidad especial por razón de la edad avanzada” (2012). 
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En conclusión, es el Estado y la sociedad la que, con su falta de capacidad para incluir en 
condiciones dignas e iguales a las personas diferentes, es en muchos casos, el impedimento 
que presenta la población habitante de calle en condición de vejez, tal como lo manifiesta 
Megret (2011) no es la vejez la que dificulta el ejercicio de los derechos, sino la concepción 
social que se tiene de la vejez lo que niega el goce de los derechos. Concuerda Huenchuan 
(2010) al afirmar que: 
“el principal problema de las personas mayores es la discriminación debido a su 
edad, que tiene por consecuencia obstaculizar o dejar sin efecto el reconocimiento, 
goce o ejercicio, en igualdad de condiciones, de todos los derechos humanos y 
libertades fundamentales en los ámbitos político, económico, social, cultural, civil o 
de otro tipo. La persona mayor por ejemplo se enfrenta con dificultades de 
desplazamiento por restricciones físicas o por razones de dependencia económica” 
(2010). 
Ahora bien, con relación al concepto habitante de calle, hacemos uso de lo contemplado 
en la ley 1641 del año 2013, en la que se define a habitante de calle como: “persona sin 
distinción de sexo, raza o edad, que hace de la calle su lugar de habitación, ya sea de forma 
permanente o transitoria… que ha roto vínculos con su entorno familiar”, lo destacado 
declarado inexequible en la sentencia C-385/14, así mismo se hace importante la diferencia 
entre vejez y adulto mayor para estos efectos tomamos la ley 1251 de 2008 por la cual se 
dictan normas tendientes a procurar la protección, promoción y defensa de los derechos de 
los adultos mayores, en el cual establece el concepto de vejez como “ciclo vital de la persona 
con ciertas características propias que se produce por el paso del tiempo en el individuo” y 
adulto mayor como “aquella persona que cuenta con sesenta (60) años de edad o más”. 
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Ser un ciudadano viejo es ser vulnerable, más aún si se habita la calle, esto nos arroja a un 
doble escenario de afectación, por condiciones de edad y por condiciones sociales-
económicas. En efecto los adultos mayores que habitan la calle evidencian unas 
características que los pone en una situación particular para el estudio del derecho; preocupa 
el grado de efectividad de la norma, su incapacidad de atender la totalidad de las necesidades 
en procura de dignificar la vida, también la cobertura y acceso a los servicios, pareciera que 
se olvida el hecho irrefutable de que todas las personas de subsistir llegarán a ser viejas, y 
posiblemente llegar a encontrarse en condiciones vulnerables o de alguna forma en situación 
de desigualdad, merecedora de una protección estatal preferente frente al restablecimiento de 
sus derechos u otorgamiento de los mismos. La imposibilidad de generar condiciones de vida 
digna se deriva de la falta de protección a derechos esenciales, lo cual deja ver a un Estado 
excesivamente legalista y poco eficaz, que no satisface los intereses de sus asociados, bajo la 
mirada cómplice de una sociedad poco activa. 
Diagnosticar el comportamiento de las acciones del Estado y la sociedad para dignificar la 
vida, visto desde un enfoque de derecho nos muestra que dichas acciones sean normativas, 
económicas, políticas, o de cualquier otro índole, no dignifican la vida, es más en ocasiones 
hasta la agravan, por varios motivos ya mencionados explícitamente, dentro de ellos, la falta 
de planeación al momento de creación normativa, en la destinación y distribución de los 
presupuestos de las entidades, así como en una buena identificación y caracterización de la 
población y de sus necesidades, en el diseño de rutas y estrategias de atención, siendo 
evidente un amplio descuido con el control sobre las políticas y los recursos, haciendo malas 
proyecciones en intervenciones contra el crimen asociado con la habitabilidad en calle.  
A manera de ejemplo, queremos recordar las intervenciones realizadas recién iniciado el 
gobierno del alcalde Enrique Peñalosa en la ciudad de Bogotá en las zonas conocida como el 
Bronx, cinco huecos y San Bernardo, populares por ser los mayores centros de confluencia y 
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permanencia de habitantes de calle en Bogotá D.C, el Alcalde de la ciudad justificó la acción 
en la necesidad de una intervención que buscaba atacar las estructuras criminales, que 
controlaban las  redes de microtráfico, prostitución infantil, tráfico de armas, bajo la vista 
cómplice y corrupta de la Policía Metropolitana de Bogotá; la intervención frente a nuestra 
población presentó varias dificultades, al no contemplar la magnitud de la población y un 
poco ignorante de sus problemáticas, con un censo viejo el cual actualizo al finalizar del año 
siguiente al de la intervención, terminó con la dispersión de la población habitante de calle en 
varios barrios de diferentes localidades de la ciudad, así como en ciudades intermedias de la 
nación y zonas rurales a las afueras de Bogotá en Cundinamarca y otros departamentos.  
Dentro de los errores de la acción del gobierno distrital, se identifica la falta de 
planeación, de capacidad técnica y administrativa para atender a la población de la forma 
requerida, únicamente se les movió de un lugar a otro, sin embargo, las estadísticas 
Distritales intentan hacer ver mediante el VII Censo de habitantes de calle que logró reducir 
su población por su atención, sin tener en cuenta la intervención realizada el 28 de mayo de 
2016, nos quedan dudas que después de esta dispersión se generará una reducción del 1% por 
la atención de la población. Nuestra población objeto de investigación, el adulto mayor 
representó un aumento de más del 50% con relación al censo del 2011, arrojando en este 
nuevo diagnóstico una cantidad de 781 adultos mayores habitantes de calle, crecimiento que 
veníamos advirtiendo antes de la realización y publicación de los resultados de este último 
censo a inicios del año 2018 pero, estamos seguros que por lejos supera esta cantidad, que 
repetimos, no permite evidenciar la magnitud de la problemática que sigue en aumento. Esto 
lo podemos respaldar de alguna forma con noticias de prensa, donde podemos encontrar: 
Los números no cuadran 
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“En la otra orilla del censo están las personas que durante varios años han colaborado para 
que, en la medida de lo posible, esta población tenga una calidad de vida digna. Se trata de 
las organizaciones sociales que una o dos veces por semana van hasta los cambuches, 
puentes, drenajes, espacios públicos y zonas verdes donde se suelen concentrar los 
callejeros, para brindarles algo de comer, medicinas y ropa. Para ellos, no es posible que 
esa sea la cifra actual y aseguran que, según sus cálculos, estaría por encima de los 13.000 
habitantes de calle. Además, debido a su cercanía con esta población, que les permite 
ingresar sin problema a sus sitios de concentración como el caño de la calle sexta, dicen 
que muchos les han reportado que jamás recibieron una visita con el objetivo de 
censarlos.” 
“Fue un censo hecho en menos de 15 días y esos números no nos cuadran. Es como si no 
hubiera llegado ningún habitante de calle desde 2011 y hay procesos de migración y 
desplazamiento que han aumentado el fenómeno. Por eso calculamos que hay cerca de 
13.000 habitantes de calle. Nos preocupa mucho que el Distrito, a pesar de conocer que 
somos una red que trabaja con los habitantes de calle, nunca nos dejó participar ni siquiera 
en la formulación de las preguntas que les hicieron. Tenemos muchos testimonios que nos 
manifiestan que nunca han sido censados”, dice el sacerdote fray Gabriel Gutiérrez, 
conocido como -fray Ñero-, quien integra la Red de Trabajo de Habitabilidad en Calle. El 
Espectador, (12 marzo 2018). 
Además queremos destacar, como lo describiremos en el epígrafe correspondiente, que la 
atención que se brinda a través de los servicios de las diferentes entidades públicas y privadas 
no cumplen con los parámetros de la dignidad humana, pues estos no atienden a las 
particularidades del sujeto, a razón de sus necesidades concretas de alimentación o vivienda 
en garantía de la igualdad por condiciones de discapacidad, género, raza o identidad política o 
religiosa, ni se tiene en cuenta de alguna forma sus capacidades frente a la posibilidad de 
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desempeñar un trabajo o labor, intereses sobre su propia educación o capacitación que les 
permita terminar su vida con dignidad. 
La ineficacia de la normatividad. Una crisis jurídica, social, económica y política. 
Para lograr establecer cómo hacer efectivas las condiciones de vida digna, se debe 
identificar los factores que la determinan, estos los encontramos en (1) la calidad de vida 
asociado con el concepto de (2) dignidad humana y en (3) la eficacia como dimensión 
jurídica de la problemática. Se debe entender entonces que las condiciones de vida digna 
surgen mediante la asociación de la calidad de vida y el principio de dignidad humana. 
En la actualidad cuando hablamos de calidad de vida nos referimos a un término que es la 
suma del nivel de satisfacción, con las condiciones en que se van desarrollando las diversas 
actividades del individuo, todas ellas sujetas a unas condiciones objetivas, pero que también 
están influenciadas por las percepciones personales.  
“En relación a los enfoques de carácter cuantitativo sobre la calidad de vida, se suelen 
estudiar indicadores biológicos (la salud y el bienestar físico), indicadores sociales 
(condiciones externas relacionadas con el entorno como el bienestar social, el estándar de 
vida, la educación, la seguridad pública, el ocio, el vecindario, la vivienda, etc.); 
indicadores psicológicos (que miden las reacciones subjetivas del individuo o la presencia 
o ausencia de determinadas experiencias vitales); e indicadores ecológicos (que valoran el 
ajuste entre los recursos del sujeto y las demandas del ambiente). Por su parte, la 
investigación mediante ‘enfoques cualitativos’, adopta una postura de escucha a la persona 
mientras ésta relata sus experiencias, desafíos y problemas, y posteriormente las relaciona 
con la calidad de vida” (2012). 
Por otro lado, para los autores es indudable el carácter universal e igualitario de la 
dignidad humana, esto es, que se debe aplicar a toda persona sin distingo alguno y de igual 
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forma en todo contexto, así mismo coinciden en el carácter natural, es decir que toda persona 
por el hecho de existir posee una “dignidad humana” pero que es en la sociedad en donde se 
reconoce y exige. En el entendido que el hombre es un ser gregario por naturaleza y que por 
consiguiente su vida gira en torno a la sociedad, debe establecerse un orden normativo que le 
permita a cada hombre cultivar su propia dignidad (García, 2007). A lo largo de la historia de 
la humanidad se ha logrado distinguir órdenes normativos jurídicos y morales, es preciso 
entonces entender que la dignidad humana es la forma como la igualdad y la universalidad de 
la moral se transfieren al derecho.  
“Únicamente en el vínculo interno entre la dignidad humana y los derechos humanos se 
puede dar lugar a la fusión de contenidos morales con el derecho coercitivo. Así, el 
concepto de dignidad humana según Habermas (2010) transfiere el contenido de una moral 
basada en el respeto igualitario al orden del estatus de ciudadanos, que deriva el respeto 
propio del hecho de ser reconocidos por todos los demás ciudadanos como sujetos de 
derechos iguales y exigibles” (2010). 
La dignidad humana opera como principio fundamental, autónomo y último de los 
derechos humanos, 
“en tanto se constituye en raíz fundante de los mismos, razón por la cual determina unos 
límites, una serie de potestades y exigencias inalienables del individuo frente a la 
organización social, y que el Estado está en obligación de reconocer. Diremos que asumir 
la dignidad como derecho, implica entenderla como un poder generador de deberes 
correlativos: la de recibir el trato debido, para su titular y, a cargo de los demás, la 
obligación de realizar dicho respeto. Esta concepción se corresponde con la idea de 
derechos humanos como demandas morales, que en este contexto argumentativo puede 
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entenderse como la positivización jurídica de un derecho moral preexistente al 
ordenamiento estatal” Restrepo, (2011).   
Para efectos de comprender la dimensión del derecho en la cual se encuentra afectada las 
condiciones de vida digna señalaremos que hay diversos tipos de eficacia, hablaremos de dos 
en particular: 
“el primero se trata de la eficacia jurídica o la aplicabilidad de la ley, que es la posibilidad 
de que la disposición surta efectos jurídicos, es decir, que sea susceptible de hacerlo, su 
sentido es puramente jurídico y la segunda, es la eficacia sociológica que se refiere al 
hecho de que las normas alcancen sus objetivos sociales y sean efectivamente cumplidas y 
aplicadas, o en caso de ser violadas, se imponga una sanción a su infractor” (2011). 
Ampliando un poco más el concepto, usado por algunos investigadores Leyva, Aristizábal 
y otros, (2011) y proveniente de Jürgen Habermas en el análisis multifacético e integrador del 
derecho, cuando señala que no basta con que la norma exista formalmente y pueda ser 
exigida, sino que cumpla las funciones para las cuales fue creado el derecho. 
“es necesario que las normas puedan ser real o materialmente aplicadas, que existan las 
situaciones para las cuales fueron creadas, que sus mandatos aun cuando no se cumplan 
voluntariamente, sí sean exigidos por los aparatos especiales con que cuenta el Estado, que 
se sancione los incumplimientos de las prohibiciones o se ofrezcan las garantías para la 
realización de las prescripciones y de los derechos reconocidos, en síntesis, que sean 
eficaces” (2011). 
Haciendo un análisis general sobre propuestas de solución frente a la problemática de la 
eficacia de la norma, identificamos que diversos autores presentan como aspecto común, la 
percepción de que no es en la positivización o legalidad donde se logra la garantía de los 
diversos derechos que para el caso concreto materializan las condiciones de vida digna. Hay 
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por el contrario un consenso o mejor unanimidad al determinar en palabras de Gómez 
Cardozo (2011) que es a través de las políticas públicas como los gobiernos buscan realizar 
sus fines, y para el autor en su esencia, deben incorporar derechos humanos, la política 
pública entonces, es entendida como el conjunto de decisiones y acciones del régimen 
político o mejor, la respuesta del Estado frente a situaciones socialmente problemáticas y que 
buscan la resolución de las mismas, es el instrumento que busca materializar, garantizar, o 
restablecer derechos. Relacionado con la anterior idea, lo mencionado por Roberto Jiménez 
González (2011) cuando advierte que “la seguridad jurídica que proporciona la legalidad, se 
le debe sumar la efectividad de los derechos humanos y la justicia social como elementos que 
cohesionan y orientan la acción del Estado”.  
Entienden el grupo de investigadores Leiva Ramírez, Aristizábal Pulgarín y otros que: 
“la normatividad que se crea para hacer prevalecer y respetar los Derechos Humanos debe 
ir acompañada de la eficacia jurídica y sociológica, porque sin estos dos componentes 
prácticamente es inútil, no basta sólo con que las normas expresan ideas claras, sino que 
deben crearse los medios e instituciones, tanto en el orden del condicionamiento social-
material proveniente del régimen socioeconómico y político imperante, y de los órganos 
que hacen falta para su aplicación. Pues como lo reiteran los autores, el Estado tiene la 
obligación de proteger y velar por los derechos de las personas, y debe prestar a los grupos 
vulnerables todas las herramientas necesarias para su protección, y no eludir su 
responsabilidad creando una normatividad que no se está cumpliendo” (2011). 
Debemos advertir que la política pública no es el único medio que se dispone para la 
eficacia de derechos, así lo deja ver Roberto Jiménez González (2011) en su estudio, al 
proyectar que la Corte Constitucional propende por la implementación de una cultura 
constitucional, que proclama el correcto cumplimiento de los preceptos normativos 
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correspondientes a un Estado social de derecho, y frente a los Derechos Fundamentales la 
Corte los define como “unas garantías de inmediata aplicación, de conexión directa con los 
principios constitucionales, de un contenido esencial irrenunciable de la conducta humana.” 
Acertadamente el autor adiciona que “en el Estado Social de Derecho no basta con que las 
normas se apliquen de manera vacía, sino se hace menester que su cumplimiento armonice 
con lo explicitado por los principios y valores constitucionales” (2011). 
La Corte Constitucional con su propósito garantista ha implementado derechos de creación 
jurisprudencial, como es el caso del mínimo vital, tendiente a garantizar “un sustento 
mínimo” para que el solicitante pueda vivir en condiciones dignas, al proteger unas 
“condiciones mínimas económicas para subsistir”, o a la búsqueda de un “mínimo de 
condiciones para la subsistencia”, logrando así la protección de derechos de contenido 
económico, que en su materialización demandan del Estado una obligación de carácter 
prestacional, como los derechos a la pensión, salud, vivienda o educación.  
Los autores Parra Dussán y Quintero Romero (2006) analizan el trabajo entorno al 
concepto del mínimo vital señalando que su extensión, “permite a los jueces encontrar la 
forma de adecuar este derecho a las necesidades particulares en los casos que se presenten y 
poder flexibilizar la garantía de los derechos más elementales de las personas que se 
encuentran en situaciones de vulnerabilidad” (2006). Se presenta la Corte como la encargada 
de cumplir el deber Constitucional de garantizar principios  y derechos, sin quedarse 
únicamente en la discusión sobre el imperio de la ley, le corresponde además llenar los vacíos 
dejados por el legislador, adquiere un papel más activo en la creación del derecho; vía  
jurisprudencial la Corte haciendo análisis del principio constitucional de dignidad humana y 
ha logrado traducir el contenido de este, en un derecho público subjetivo y fundamental de 
creación jurisprudencial como el mínimo vital.  
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En la perspectiva de Humberto Nogueira Alcalá:  
“los tribunales cuentan con legitimidad constitucional para reforzar las bases materiales 
que den a las personas una vida digna, con niveles básicos de autonomía personal y de 
participación política en los asuntos públicos. Para este autor se debe asegurar y reforzar 
los controles democráticos de la sociedad civil respecto de los órganos estatales, 
posibilitando y reforzando que las políticas públicas respondan a la voluntad del conjunto 
de la sociedad” (2009). 
Queremos destacar la importante crítica que realiza Adriana Restrepo (2011) cuando 
indica que se debe salir del error histórico de pensar qué clase de dignidad o de derechos le 
son dados a las personas por las estructuras sociales y pasar a pensar con seguridad de que 
previamente ya son poseedores de las mismas, para seguidamente señalar que 
independientemente de las consideraciones normativas sobre cómo abordar la dignidad 
humana hay que preguntarse por la clase de seres humanos que las ideologías sociales están 
produciendo y crear espacios de emancipación en donde la educación ayuda a la 
autoconstrucción y aparece como elemento necesario para que la dignidad deje de tener 
contenido de derechos a reclamar del Estado y se conviertan en algo semejante al aire, que se 
usa, que se toma es decir que involucra la apropiación y utilización del propio sujeto titular.  
Para Habermas, la dignidad humana al ser fuente moral de todos los derechos, así como 
acelerador en la creación de derechos y responde a intenciones políticas, no puede cumplir 
una función clasificadora de derechos y con razón, pues es en esta donde se puede sustentar, 
la disminución de actuaciones inhumanas. El autor respecto a la "dignidad humana", señala 
que: 
“esta desempeña la función de un sismógrafo que registra lo que es constitutivo de un 
orden democrático legal, a saber, precisamente aquellos derechos que los ciudadanos de 
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una comunidad política deben concederse a sí mismos si son capaces de respetarse entre 
sí, como miembros de una asociación voluntaria entre personas libres e iguales. Así 
mismo, la dignidad humana, permite la cohesión del Estado o lo que es igual, la 
subsistencia de la sociedad humana” (Habermas, 2010). 
Abordaremos en el análisis, las superaciones dialécticas o aspectos diferentes entre las 
soluciones aportadas, en torno a la eficacia, que es la dimensión jurídica afectada en nuestro 
objeto de investigación, argumenta Gómez Cardozo (2011) la inconsciencia del ciudadano 
como sujeto actor en materia de políticas públicas, como una de las causas del problema 
planteado. En la medida en que el ciudadano dé la espalda a los problemas públicos y no los 
involucre dentro de su proyecto de vida individual, este espacio es ocupado por una minoría 
que al no ser vigilada genera procesos de corrupción, apropiándose de los recursos públicos, 
dando al traste con cualquier proceso de mejoramiento de la calidad de vida de la sociedad.  
Pretende Gómez Cardozo (2011) incentivar en el ciudadano un investigador social, que en 
ejercicio de su derecho a la participación y del principio de soberanía popular asuma un papel 
protagónico para ello propone la utilización del método de investigación conocido como 
Modelo Secuencial (Roth, 2007), en el cual la política pública se presenta como un objeto de 
estudio académico, que puede ser subdividido en varias etapas, estudiadas separadamente: 
definición del problema, construcción de la agenda, la formulación, la decisión, la 
implementación y finalmente la evaluación. La forma como se transforma la realidad social 
es a través de la ejecución de las políticas públicas, a las cuales el ciudadano debe hacer 
seguimiento, asumiendo una actitud enérgica y proactiva.  
El control fiscal es un elemento esencial de las democracias y del Estado social de 
derecho, reconociéndose casi universalmente su importancia como instrumento para el logro 
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de los fines estatales. En Colombia, señalan los autores López Obregón, Sánchez Torres y 
Peña González (2007) que: 
“la importancia de esta forma de control ha venido creciendo porque se toma cada vez más 
conciencia de la importancia que tienen las variables del gasto público y control de la 
ejecución de los presupuestos, junto con la necesidad de hacerlos eficaces, económicos y 
eficientes. Sin control sobre estos elementos es muy difícil evitar el desperdicio de la 
riqueza pública y la corrupción, con lo cual se hace complejo asegurar el logro de los 
resultados de la gestión estatal, política pública que dependen de manera importante del 
gasto público” (2007). 
La participación ciudadana en el control fiscal para los autores requiere de un diseño 
metodológico diferente al que actualmente se ejecuta, en el cual las denuncias ciudadanas, 
quejas y derechos de petición se articulen con mayor efectividad en la realización de 
auditorías, veedurías y comités sociales de control a proyectos de inversión. Por último: 
“debe fortalecerse el sistema de control interno de las contralorías que permitan evaluar y 
monitorear la ejecución de las funciones y actividades, para garantizar el alcance de 
niveles de eficacia, eficiencia y economía en el manejo de los recursos y el desarrollo de 
su objeto misional” (2007). 
Carlos Parra Dussán y Alejandro Quintero Romero (2006) enuncian como solución al 
problema de eficacia de la norma, la petición de protección o garantía de un derecho por 
medio de la acción de tutela, haciendo un análisis jurisprudencial encuentran que la exigencia 
de los adultos mayores, en la mayoría de los casos son relacionados con la seguridad social, 
puesto que: 
 “más del 90% de los fallos analizados están vinculados de manera específica con la 
protección y garantía de este derecho. En sentencias aisladas, se tratan temas distintos que 
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nos hacen pensar, que se puede ampliar el sistema de protección judicial en materia de 
fallos, para respaldar y dar garantía efectiva a las personas que se encuentran en la tercera 
edad y habitando la calle. Los autores señalan que esta iniciativa debe provenir de los 
ciudadanos, quienes tienen a través del mecanismo de tutela la facultad de solicitar la 
protección de derechos distintos a los tradicionalmente garantizados” (2006). 
Sierra Rodríguez y Carrillo Payán, (s.f.) propone como herramienta para dar solución al 
conflicto social de habitante en calle, el litigio estratégico en derechos humanos, el cual se ha 
determinado como la combinación de distintas herramientas jurídicas, comunicativas, 
pedagógicas y políticas. 
Para respaldar esta propuesta nos permitimos agregar los momentos en los que operaría el 
litigio estratégico, para Coral Díaz, Londoño Toro y Muñoz Ávila (2010) las causas que 
ameritan acudir al litigio estratégico son: 
“1) cuando las normas que protegen los derechos humanos son incumplidas, 2) cuando hay 
discordancia entre los estándares internacionales de protección de derechos humanos y la 
aplicación en el orden interno, 3) cuando la aplicación del derecho en los tribunales 
nacionales es incierta e impredecible y 4) cuando existe restricción legal para el ejercicio 
de los derechos humanos” (2010). 
Las condiciones de vida digna, constituidas por la calidad de vida —en su componente 
material y abstracto— enriquecido con el concepto jurídico de dignidad humana, permite que 
se garanticen los derechos que posibilitan una vida digna para nuestra población en estudio, 
que en condición de debilidad manifiesta y grave vulnerabilidad, son especialmente 
merecedores de la garantía de cumplimiento y respeto a sus derechos fundamentales, es decir 
que sean efectivos. La eficacia de la norma en el contexto de los adultos mayores que habitan 
la calle no es posible hasta tanto no se materialice la dignidad humana; es necesario, llevar a 
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la práctica este principio constitucional a través de la prestación integral y con dignidad de 
los diferentes servicios que atienden, tanto los componentes objetivos como subjetivos de la 
calidad de vida, estructurando conjuntos de derechos dignamente garantizados, se da paso a 
una vida digna o en condiciones de dignidad. 
En Colombia, podríamos decir que existen dos mecanismos para garantizar las 
condiciones de vida digna de los adultos mayores que habitan la calle, el primero, mediante el 
cuerpo normativo que inicia desde la Constitución Política y termina con la aplicación de la 
política pública y su seguimiento, y segundo, haciendo la solicitud de intervención al aparato 
judicial mediante la acción de tutela. Para el primer mecanismo y atendiendo a una solución 
de carácter general, el análisis de la realidad social le brinda al legislador los insumos 
necesarios para crear, modificar o eliminar normas jurídicas tendientes a resolver los 
conflictos sociales que impiden el disfrute de derechos y que generan la vulnerabilidad en las 
condiciones de vida digna, pero a razón de que se ha errado pasando por alto aspectos o 
requisitos de una determinada etapa en la política pública, a saber: en la definición del 
problema, construcción de la agenda, la formulación, la decisión, la implementación y 
finalmente la evaluación, llevando consecuentemente a ampliar el riesgo de la ineficacia de la 
norma jurídica, adicional a la inaplicación material del principio de dignidad humana en el 
plano social.  
En el segundo caso, mediante la llamada justicia rogada, los ciudadanos solicitan al 
Estado, representado por el aparataje judicial, que se les tutele los derechos fundamentales de 
inmediata aplicación y excepcionalmente, según el caso, la garantía de derechos sociales y 
económicos bajo teorías como la conexidad, que terminó en el desarrollo del derecho al 
mínimo vital, este último a su vez se configura como un derecho público subjetivo, es decir, 
el derecho fundamental a un mínimo vital independiente de su contenido económico debe ser 
de inmediata aplicación. Preocupa en nuestro particular caso que, si bien la acción de tutela 
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ha sido usada por parte de los adultos mayores habitantes de calle para la protección de su 
mínimo vital, solamente lo han invocado para lograr la atención a sus problemas de salud, 
alegando un perjuicio irremediable que garantiza únicamente el derecho a la vida misma; esta 
es la forma para obtener algún tipo de respuesta pero, se advierte que en la cotidianidad del 
adulto mayor que habita la calle, este es un desgaste adicional, irracional e inhumano, 
sumado a la diversidad de solicitudes y trámites que presentan a los aparatos burocráticos del 
Estado, sin recibir la protección de sus derechos o dignidad, situación que los revictimiza, 
todo lo anterior sin mencionar lo caótica y peligrosa que puede ser una ciudad capital como 
Bogotá para un adulto mayor, razón por la cual, muchos de ellos han preferido desistir y 
preocuparse por su diaria subsistencia. 
Queremos destacar el papel de los jueces en la creación y aplicación del derecho, 
especialmente de la Corte Constitucional, órgano que ha identificado la posibilidad de a 
través de la garantía al mínimo vital, de brindar las condiciones básicas para una existencia 
digna según las necesidades de cada persona; frente a este punto advertimos algunas falencias 
por parte de los jueces pues, si bien el mínimo vital posibilita la aplicación de determinada 
prestación que protege en un momento determinado la vida, no la dignifica pues no trae 
consigo el cambio de todas las demás condiciones de vida que también hacen precaria la 
subsistencia y esto se debe modificar a través de la garantía judicial de las demás prestaciones 
básicas que dignifiquen la vida de todos, especialmente de los más vulnerables de la 
sociedad. 
Este derecho al “mínimo vital” de creación jurisprudencial es normalmente usado para 
garantizar el derecho a la salud en conexidad con la vida, y conceptualmente incluye todas las 
condiciones para un buen vivir, pero en la práctica social y judicial no se incluye, por ejemplo 
la vivienda, el trabajo, la salud, la educación y demás derechos o elementos esenciales los 
cuales varían de una persona a otra, en la conservación de una vida digna, esto sin contar todo 
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el componente subjetivo de la calidad de vida donde podríamos incluir por ejemplo la libertad 
personal y de cultos,  es decir el mínimo vital que ha buscado dignificar la vida , debe incluir 
en la práctica toda la gama de derechos y prestaciones que cubran la totalidad de necesidades 
básicas, y estas deben encontrarse bajo los parámetros de la dignidad humana.  
Surge la duda si es conveniente y acertado solicitar la tutela del derecho a la vida digna, 
para que, en el análisis concreto por parte del juez, se les dé garantía a todos los derechos que 
dignifican la vida del adulto mayor habitante de calle, creemos que si, en el deber ser, pero, 
aunque sea la tutela la herramienta por excelencia para la protección de derechos, la situación 
precaria en la que vive nuestra población, hace de cualquier solicitud una carga insoportable. 
Más aún en los casos que se solicite, por su parte o de algún “agente oficioso”, el juez 
constitucional debe advertir que, la sola situación de ser adulto mayor habitante de calle es 
altamente generadora de un perjuicio irremediable y por tanto en estos casos, no deben ser 
necesarias actuaciones administrativas previas para su procedencia y tampoco se debe emitir 
un fallo que se limite a lo estrictamente pedido, como siempre sucede con el derecho a la 
salud que se garantiza para preservar la vida, pero no se garantiza un trabajo, una vivienda, 
una forma de mantener esa vida y hacerla digna. Ahora bien ¿qué prestaciones y derechos 
componen la vida digna del adulto mayor habitante de calle?, atendiendo a los componentes 
de la calidad de vida se determinan las prestaciones, que son en esencia derechos, casos como 
el derecho de vivienda, a la intimidad personal, a una red de servicios públicos, a la 
alimentación, a un sistema de salud, a la educación, a la igualdad, a un trabajo o ingresos 
básicos, a recreación y otros según la necesidad del caso, todos ellos dentro del marco de la 
dignidad humana, que imprime sus elementos esenciales de dignificación a la calidad de vida 
a través de los derechos, para conjugarse las condiciones de vida digna. 
Por último, es necesario tener en cuenta el modelo económico del Estado colombiano y las 
particularidades de su sociedad, su idiosincrasia, sus instituciones, su forma de organización, 
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etc., acompañada de la falta de planeación, evaluación y control de las inversiones públicas, 
la corrupción y otros factores asociados al detrimentos de recurso público y a la mala 
administración, nos arroja  a enfrentar la discusión sobre el principio de  sostenimiento fiscal, 
pues el Estado invocando este principio, no puede desconocer la garantía con dignidad de los 
derechos fundamentales de la sociedad, mucho menos desproteger y desentenderse de los 
sectores más vulnerables. 
Desde el método del estructuralismo funcional y el funcionalismo dinámico, también 
conocido como la teoría de los polisistemas de Niklas Luhmann propone que la sociedad es 
un -sistema autopoiético-  el cual se caracteriza por una extensa relación entre sistemas de 
distintos niveles y grados de complejidad, los cuales se identifican y diferencian, algunos 
están en buenas condiciones y otros son vulnerables.  La constante relación, reconocimiento y 
autoreferenciación lo hace dinámico, además permite la creación de subsistemas, que entran a 
relacionarse con nuevas características particulares que hace al sistema general sea más 
complejo, diverso y permite su existencia 
Ahora bien, el concepto de la teoría Luhmanniana tomado de Parsons: 
“la doble contingencia, indicaba que la sociedad surge gracias a la alteridad y la diferencia, 
es así como el fenómeno distintivo que surge hace posible la interacción entre actores o 
sistemas, cuando éstos se consideran recíprocamente como objetos sociales y no como 
meros objetos” Parsons y Shils (1951).  
En Luhmann la doble contingencia es constituida cuando:  
“1. emerge una forma de sentido cuya autoreferencia supone personas que co-
experimentan la recíproca alteridad y la incongruencia entre sus perspectivas individuales 
como premisas plenas de sentido de la acción, la interacción de los sujetos justifica y da 
sentido a la acción, 2. emerge simultáneamente una segunda autoreferencia, 
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cualitativamente novedosa, que no es reductible a la acción de ninguno de los alter ego, 
porque constituye un orden de realidad diferenciado del sustrato individual, cuyo horizonte 
de posibilidades no es unilateral sino social” (Luhmann, 1998).  
Es decir, que el concepto Luhmaniano versa que, primero cada individuo observa el 
entorno y todos en su conjunto realizan la misma acción, esto permite la existencia conjunta 
sobre el mismo entorno, sistemas autoreferenciados, generan una perspectiva propia y del 
entorno, encuentra en los otros sistemas su límite. 
Ahora bien, los sistemas en la teoría de Luhmann tienen límites, son contenidos y 
continentes a la vez, algo así como una Matrioska sistémica, estos subsistemas contenidos, no 
pueden llegar a ser tan complejos como el entorno, pero si son capaces de crear nuevos 
subsistemas, los cuales dependen uno del otro para su existencia como sistema. Para el autor, 
la diferenciación es el elemento del subsistema que permite ampliar la variación de 
elecciones y por tanto complejidad del entorno que genera nuevos subsistemas; se han 
reconocido sistemas sociales, económicos, políticos, jurídicos y otros. Luhmann afirma que 
la sociedad es un sistema autopoiético que contiene algunas características propias: primero 
crean los elementos fundamentales que componen el sistema, segundo están organizados de 
dos maneras, organizan su estructura interna creando sus propios límites, haciendo distinción 
entre lo que hay en el entorno y lo que hay en el sistema, tercero son autorreferenciales y 
cuarto, es un sistema cerrado frente a flujos externos de información no necesaria, 
inconveniente o desestabilizadora. 
El concepto de condiciones de vida digna, entendido desde el estructuralismo funcional, 
nos permite decir que si bien existe un andamiaje estatal, no es efectivo en la práctica del 
cumplimiento de sus objetivos misionales constitutivos, que como Estado Social de Derecho 
no dignifica la vida, pues existe una desconexión de las acciones de algunos sistemas como el 
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social, económico, calidad de vida, jurídico, político y la estructura gubernamental, la 
ciudadanía y las realidades materiales de la sociedad, podríamos decir que esto obedece, 
entre otros factores, a una falla en la estructura misma. 
Utilizando la teoría de Luhmann a nuestro caso concreto nos permitiremos decir que 
coincidimos con el autor, en que existe un conflicto de tipo comunicacional entre los 
sistemas y esto genera fallas en el establecimiento completo; las desconexiones entre —el 
subsistema dignidad humana— del sistema jurídico y el sistema calidad de vida; así también 
entre el —subsistema valoración—, del sistema de calidad de vida con el sistema estatal, o 
dos subsistemas del sistema jurídico como la legalidad y su eficacia,  lo cual impide la 
asociación o integración y mejora del entorno. Es posible en la realidad, que el individuo 
tenga modos de vivir que no cumplan con los criterios de dignidad o que simplemente no 
responda a las necesidades del individuo.  Ahora bien, ¿qué dignifica las condiciones de 
vida?, diremos que es la garantía material de todas las prestaciones y derechos que componen 
una vida digna y requieren la integración de subsistemas y sistemas, atendiendo a los 
criterios planteados por Luhmann de diferenciación y alteridad, es necesario que se dé una 
nueva identificación, un nuevo entendimiento, una nueva atención de dichos sistemas y su 
interrelación. 
Lo general en la aplicación de derechos, es que estas garantías quedan en una simple 
declaración, pero no son materializados, no cambia la realidad fáctica de los ciudadanos. En 
la medida en que se reconocen, garantizan y aplican los derechos propios de la persona 
humana y, por tanto, propios de su dignidad, se da un tránsito entre los modos de vida a las 
condiciones dignas de la misma, pues se ponen los derechos y todo lo que de ellos se derivan 
en función de la dignidad humana. Este tránsito no debe darse sólo en el andamiaje jurídico 
sino en todo el accionar del Estado, en la administración de los recursos, en la adecuación de 
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políticas públicas efectivas y en general, en la ejecución de toda herramienta tendiente a 
dignificar la vida.  
La institucionalidad en nuestro caso es uno de los sistemas más fuertes por ser el 
encargado de proponer, potencializar y ejecutar las acciones que garanticen las condiciones 
de vida digna, producto de las interacciones entre éste y los ciudadanos, sin embargo, es de 
cambio lento en la adecuación de la realidad, pasar del derecho al hecho, entendiendo que, en 
las sociedades en desarrollo, el derecho tiene una clara función de cumplir la realización de 
un “humanismo jurídico”. Por otro lado, identificamos que nuestro Estado no genera 
garantías en la aplicación de las normas tendientes a dignificar las condiciones de vida, pues 
crea normas para regular temas, pero no logran la eficacia en la aplicación. 
Las condiciones de vida digna se ven constituidas por la calidad de vida enriquecido con 
la dignidad humana, entendida ésta en sentido jurídico, haciendo que se dignifiquen aquellas 
condiciones de vida en las que se encuentra la población en estudio (adulto mayor habitante 
de calle), quienes se encuentran como ya se dijo en estado de debilidad manifiesta y grave 
vulnerabilidad  y que además son merecedores de la garantía de cumplimiento y respeto a sus 
derechos fundamentales, es decir que sean efectivos. Buscamos a través de este giro, 
posicionar la discusión en que la calidad de vida, en su componente material (condiciones de 
vida) y en su componente abstracto (valoración) se integre o agregue al elemento jurídico 
“dignidad humana” para lograr las condiciones de vida digna.  La eficacia de la norma en el 
contexto de los adultos mayores que habitan la calle, no es posible hasta tanto no se 
materialice la dignidad humana; es necesario, llevar a la práctica este principio constitucional 
a través de la prestación integral y con dignidad de los diferentes servicios que atienden tanto 
los componentes objetivos como subjetivos de la calidad de vida, estructurando derechos 




Para el caso colombiano, esta garantía de la aplicación de la dignidad humana es ineficaz, 
pues a pesar de haberse desarrollado acciones para dar cumplimiento a su deber, ha permitido 
que se limite el acceso a algunos beneficios en razón de la estructura misma, el Estado 
posibilita herramientas para cumplir con su objeto fundacional, crea políticas públicas que 
contemplan la dignidad humana como un elemento fundamental en la vida con calidad o lo 
que es lo mismo las condiciones de vida dignas, pero no cubre en la realidad cada indicador 
de todos los elementos que la componen, tanto de la calidad de vida, como de la dignidad 
humana, sobre el primero se ha referido que la calidad debe cubrir todos los aspectos propios 
de la humanidad y sobre el segundo la Corte Constitucional ha dicho, que de lo que se trata 
de vivir bien, vivir cómo se quiere, y vivir sin humillaciones. Adicionalmente dentro de la 
política se evidencia una dimensión de la dignidad humana, referente a envejecer juntos, en 
este sentido nos permitimos sostener que, si la dignidad humana no es contemplada en su 
totalidad jurídica y fáctica, es decir reconocido cada elemento como fundamental, es 
imposible, por un lado, posibilitar las condiciones de vida digna y por el otro cumplir con las 
obligaciones como Estado. Destacamos la importancia que toman en este momento los 
elementos mismos de control del Estado, pues es en las instituciones, en donde se deposita la 
confianza en que el Estado cumplirá con el pacto o contrato social, apoyemos lo 
argumentado en las palabras de Rousseau (1968) al referirse así al contrato social “encontrar 
una forma de asociación capaz de defender y proteger con toda la fuerza común la persona y 
bienes de cada uno de los asociados; pero de modo que cada uno de estos, uniéndose a todos, 
sólo obedezca a sí mismo y quede tan libre como antes”. 
Se hace necesaria una acción por parte del Estado mismo, quien actué sin ninguna 
petición, solicitud o reclamo, una acción de fuerza e impulso propio en la protección de los 
asociados, pues a pesar de existir mecanismos jurídicos que protegen los derechos 
fundamentales, estos deben ser solicitados de manera reiterada y se entra a una lucha para 
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que sean efectivos, sin hacer distinción alguna de las particularidades en la población, 
situación que para los más vulnerables es algo insostenible; en ocasiones, ni aun haciendo la 
solicitud se logra la respuesta satisfactoria por parte del Estado. Frente a la problemática de 
los adultos mayores que habitan la calle, se ha manifestado en reiteradas ocasiones que 
existen unas particularidades etarias, económicas y sociales, que los ponen en situación de 
debilidad manifiesta y en grave vulnerabilidad, propias de las condiciones en las que vive, 
que les dificulta el acceso a estos mecanismos, imponiéndose una mayor carga al tener que 
solicitar unas garantías que le pertenecen por derecho; por tanto, compartimos que el Estado 
implemente las acciones oficiosas para esta población en los diferentes órdenes, las cuales se 
componen por conjuntos de normas jurídicas y sociales de diferentes niveles, como la 
Constitución, la ley, la política pública y sus respectivas reglamentaciones 
(implementaciones y evaluaciones), además de todo el conjunto de acciones de las diferentes 
disciplinas necesarias para una transformación a una vida digna. 
Ahora bien, para entender de qué se trata la “acción oficiosa”, hacemos uso del principio 
de oficiosidad contemplado en materia penal y procesal, entre otras áreas del derecho. En 
materia penal por ejemplo este principio se refiere a la obligación del Estado, quien debe 
iniciar de oficio la acción penal, caso en el cual este principio brinda protección. En materia 
procesal el principio opera de manera general entendiéndose como la obligación del juez de 
impulsar el proceso, de tomar una posición activa, sin que la parte se lo solicite o pida. En 
materia administrativa se entiende de manera más específica como la facultad dada a la 
administración para ordenar y efectuar actos dentro de un procedimiento, aunque éstos no 
hayan sido expresamente solicitados por alguna de las partes.  
“La actuación oficiosa por parte de las autoridades administrativas, más que una potestad 
es un deber de ineludible cumplimiento cuya observancia es indispensable para el logro de 
los cometidos estatales, para el desarrollo de los principios de la administración y para la 
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garantía de los derechos de los ciudadanos y de la preservación del imperio del derecho, 
así también la actuación oficiosa no solo se compagina sino que es necesaria para que la 
actividad administrativa se desarrolle con arreglo a los principios de economía, celeridad y 
eficacia” (Cuadros, 2003). 
En conclusión, la acción oficiosa se entiende como la actuación obligatoria y voluntaria 
dependiendo la situación, por parte del Estado, para el cumplimiento de sus fines, sin la cual 
para el caso concreto dificulta y prácticamente imposibilita la efectividad de las garantías 
constitucionales propias de un Estado social de derecho que propende por la igualdad, por la 
protección de la dignidad humana que es principio fundante de todos los derechos que 
integran una sociedad estable y protectora de sus asociados. La acción de tutela, si bien no 
hace parte de la acción oficiosa, pues ella encarna un reclamo de protección por la amenaza o 
vulneración de derechos fundamentales y conexos a estos, puede aplicarse eventualmente, y 
en ella criterios de la acción oficiosa, cuando el juez atendiendo a la debilidad manifiesta y 
grave vulnerabilidad del caso concreto, aplica la dignidad humana de forma integral, 
posibilitando el conjunto de derechos y prestaciones que componen las condiciones de vida 
digna y no sólo aquella que afecta de forma directa el mínimo vital o la vida misma. 
Entendemos que la acción oficiosa del Estado está compuesta por una secuencia de 
actuaciones jurídicas, sociales y de diferentes disciplinas y niveles las cuales deben lograr 
materializar o hacer una realidad social la dignidad humana, ello no acontece mientras haya 
vicios en la ruta oficiosa, para el caso concreto nos referimos a la necesidad de eliminar la 
solicitud, la presentación física de la persona; las entidades Estatales deben buscar los 
mecanismos de articulación entre las entidades competentes, procurando satisfacer la 
totalidad de las necesidades de las cuales se compone la calidad de vida.  
 
64 
Es de vital importancia que esta acción oficiosa esté acompañada de veedurías tanto 
ciudadanas como estatales, a través de particulares y los organismos de control en cabeza del 
Ministerio Público, quien por medio de sus entidades podría completar e incorporar en la ruta 
oficiosa a la acción de tutela, pues la presentación de ella la hace el Estado mismo, quien a 
través de sus entidades de control busca al ciudadano en situación de debilidad manifiesta 
para representarlo en la garantía de sus derechos que posiblemente el mismo ciudadano 
desconozca y no así la entidad o algunos miembros de la sociedad. Ahora bien, es necesario 
aclarar la complejidad del escenario de debate, pues el Estado y sus entidades requieren de 
implementar políticas en su interior que posibiliten el acercamiento del ciudadano al 
conocimiento, exigibilidad y garantía de sus derechos, y también es necesario que estas 
entidades del Estado dirijan su intención hacia la satisfacción de necesidades y prestando 
atención especial a la inversión pública, disminuyendo a su más ínfima expresión uno de los 
más grandes cánceres de la administración, la mentalidad corrupta de sujetos en instancias de 
poder, unas instituciones desdibujadas y en decaimiento, requieren de la intervención del 
poder ciudadano en las etapas de las políticas públicas para evitar la ambigüedad en la 
identificación de las necesidades, posicionando dentro de las comunidades escenarios 
propicios para la discusión de las problemáticas, la creación de alternativas de solución y 
evaluación de las acciones. Si el Estado Colombiano a través de las acciones conjuntas de sus 
aparatos institucionales, cumpliera de manera oficiosa y eficaz los fundamentos 
constitucionales de brindar calidad de vida conforme a los parámetros de dignidad humana, 
aplicando el principio de diversidad, garantizaría condiciones de vida digna a el adulto mayor 




 Capitulo II - La acción oficiosa en el adulto mayor habitante de calle 
A lo largo de un proceso investigativo se utilizan métodos, herramientas y enfoques con el 
fin de escudriñar a profundidad el mundo del objeto de investigación. Por la conformación 
del concepto “condiciones de vida digna”, necesariamente se requiere la percepción, la 
subjetividad para señalar un nivel de satisfacción con las condiciones objetivas en las que se 
desarrollan las actividades de cada individuo. Dentro de nuestra estrategia metodológica 
adoptamos principalmente el método de la observación participante y elementos de la 
etnografía, bajo un enfoque funcional-estructuralista y de tipo cualitativo, pues pretendemos 
la descripción y valoración del fenómeno y de las acciones que se destinan para su solución, 
partimos de datos probados por documentación, pero la forma de medición la realizamos a 
través de la interacción con los sujetos, quienes nos llevan a la comprensión de todos sus 
elementos constitutivos como población vulnerable. Este método, además de permitirnos la 
obtención directa de la información, nos conduce al acercamiento con el mundo empírico o 
realidad social, que es donde se evidencia la ineficacia en la aplicación integral y 
materialización de la dignidad humana en los diferentes servicios que atienden los 
componentes de la calidad de vida, los cuales permitirán el cambio en las condiciones de vida 
del adulto mayor que habita la calle.  
Optamos por una investigación de tipo cualitativo, porque pretendemos la descripción y 
valoración del fenómeno y de las acciones que se destinan para su solución, partimos de datos 
probados por documentación, y la forma de medición que realizamos es mediante la 
interacción con los sujetos, quienes nos llevan a la comprensión de todos sus elementos 
constitutivos como población vulnerable. El método nos permitió revisar expresiones no 
verbales de aspiraciones y sentimientos, comprender cómo la población se comunica entre sí, 
verificar cuánto tiempo emplean en determinadas actividades y la obtención directa de la 
información mediante el acercamiento con el mundo empírico o realidad social, que es donde 
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se evidencia la ineficacia de la aplicación integral y materialización de la dignidad humana en 
los diferentes servicios, los cuales permiten el cambio en la realidad material o mejor en las 
condiciones de vida del adulto mayor que habita la calle. La complejidad de la problemática 
hace necesaria la multidisciplinariedad en el análisis y en la aplicación. Por un lado, el 
análisis social, económico y político de las condiciones en las que vive una persona que 
habita la calle y que es mayor de 60 años, y por el otro la necesidad de encontrar elementos 
jurídicos para resolver el conflicto socio-jurídico. Como universo tomamos 2 de los 4 centros 
noche de atención al adulto mayor que habita la calle, en la ciudad de Bogotá.  
La realidad de la atención  
El método de observación participante nos presenta diversidad de herramientas que 
podemos utilizar en procura de la reflexión, planeación y reconstrucción de las prácticas, y su 
efectividad, valiéndonos de  la metodología  investigación-acción que nos pone en tres fases 
que requieren de instrumentos de recolección, por un lado para hacer el diagnóstico de las 
acciones del Estado requerimos de elementos ya encontrados en documentos, notas de prensa, 
noticias, estadísticas, leyes y programas, posteriormente valorando estas acciones, a partir de 
la observación, encuestas y entrevistas con la población objeto de investigación, para en 
último momento proponer las nuevas prácticas en el diseño de la ruta oficiosa en los 
diferentes órdenes y componentes de calidad de vida. Desde la perspectiva jurídica, la 
modificación de las prácticas legislativas, judiciales y administrativas, a nivel social, 
económico y político, pero en general en toda la sociedad civil que permanece indiferente.   
Partiendo de la información preexistente y de la recolectada en este proceso investigativo, 




 “la descripción y comprensión del modo o estilo de vida de las personas a quienes se 
estudia, representando de manera responsable cada uno de los aspectos que caracterizan y 
definen al hombre, la mujer y su cultura, interesándose especialmente por lo que la gente 
hace, cómo se comporta, cómo interactúa, cómo construye su vida y cómo la destruye 
también” (Guber, 2001).  
Nos aportó datos para identificar la calidad de las condiciones reales en las que vive el 
adulto mayor que habita la calle, nos valimos de este método porque entendemos la 
complejidad para recolectar información, pues el sujeto es distante y los mecanismos de 
recolección diversos, para ello usamos la encuesta, entrevista y la observación que nos 
posibilitó un acercamiento y comprensión más completo sobre el universo investigativo.  
Como universo tomamos 2 de los 4 centros noche de atención al adulto mayor que habita 
la calle, en la ciudad de Bogotá, un promedio de 200 personas, dentro de esto se debe tener 
cuenta que la población según las criticadas estadísticas —por su momento de ejecución—, 
aumento de 505 en el 2011 a 781 habitantes de calle para el 2017, se determinan casos 
concretos mediante la regularidad, la posibilidad de cambio de la condición y el grado de 
vulneración que ocasiona. Estos lugares nos permitieron abordar a la población con mayor 
facilidad y certeza, pues son exclusivos para los adultos mayores de 60 años, adicionalmente 
nos brindó un espacio de seguridad y privacidad a al momento de la comunicación y del 
análisis sobre sus condiciones de vida y situación en los mismos centros noche.  Mediante la 
charla, acudiendo al diálogo y al intercambio de intereses, es que logramos obtener mayor 
información, ya que al aplicar la encuesta denotamos que muchos no tenían la intención de 
realizarla, por no sentir confianza con el entrevistador o encuestador, nos veían como 
personas que solo buscaban obtener un provecho de su situación, cuestión que algunos nos 
manifestaron de forma muy clara. 
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ENTREVISTA PERSONALIZADA Y ENCUESTA 
Formato de encuesta aplicado: 
Buenas noches, somos estudiantes de la Universidad Libre quienes estamos realizando el 
trabajo de investigación titulado “Condiciones de vida digna para adulto mayor habitante de 
calle”, la noche de hoy nos encontramos realizando una encuesta con el fin de diagnosticar 
bajo qué condiciones vive usualmente. 
Le informamos que, de querer realizar la encuesta, está se hará de manera personal y será 
confidencial. ¿Desea realizar la encuesta? 
Centro noche donde se realiza la encuesta:                         GÉNERO: ________________ 
______________________________________                    EDAD: ______ 
1. RESPONDA EN QUÉ GRADO DE ACUERDO O DESACUERDO SE 











1. Usualmente tiene a su 
alrededor personas a las 
que puede contarle cosas 
que le interesen 
     
2. Todavía puede 
realizar muchas 
actividades, tiene fuerzas 
para hacerlo 
     
3. Practica con 
regularidad 




4. Ayuda a que la vida 
de otros sea mejor 
     
5. Frecuentemente hay 
personas que se preocupan 
por cómo está 
     
6. Tiene usualmente un 
lugar cómodo para dormir 
     
7. Puede escoger con 
libertad lo que desea comer 
     
8. Cuando se siente mal 
de salud, cuenta con 
atención oportuna 
     
9. Puede ocupar su 
tiempo en cosas que le 
gustan 
     
10. Puede sentirse 
contento con la forma 
como lo tratan las personas. 
     
11. La forma como vive 
actualmente lo hace sentir 
tranquilo y feliz con las 
decisiones que tomó a lo 
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largo de su vida 
 
2. RESPONDA SI O NO A LAS SIGUIENTES AFIRMACIONES 
 SI NO 
12. Tiene un ingreso fijo   
13. Está afiliado al Sistema de Selección de Beneficiarios (Sisbén)   
14. Siempre tiene acceso a los servicios públicos   
15. Siempre tiene acceso a tres comidas diarias   
16. Recibe usualmente algún tipo de servicio de recreación, 
actividad deportiva, cultural o similar 
  
17. Desempeña actualmente algún tipo de labor o trabajo   
18. Conoce de los beneficios a los cuales tiene derecho   
19. Recibe actualmente algún tipo de educación, capacitación o 
instrucción en algún tema que le guste 
  
20. Aspira tener unas mejores condiciones de vida.   
Muchas gracias, por su colaboración. 
 
Unidad: Condiciones de vida digna  
Categorías: Componentes de la calidad de vida  
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- Bienestar físico y mental: Valoración de las condiciones en las que vive el individuo 
que lo afectan física, mental y emocionalmente. Analizadores: Salud física, vivienda, 
Seguridad, recreación y ocio. 
- Bienestar social: Valoración de los elementos de las condiciones sociales que afectan 
al individuo, pero que no dependen directamente de sus fuerzas o medios, sino que 
dependen de la estructura social. Analizadores: Educación, trabajo, ingresos, círculo 
social, servicios públicos. 
- Satisfacción y Expectativas: Permite determinar qué tan satisfecho se encuentra el 
individuo en relación con los tipos de bienestar y buscan determinar las aspiraciones 
de los individuos, lo que espera, lo que le interesa. Analizadores: Autonomía, 
felicidad, tranquilidad, aspiraciones e intereses. 
Queremos aclarar que se ejecutaron de manera simultánea los dos métodos de recolección 
de información, y fue necesario hacerlos así, por varias razones, entre ellas la aleatoriedad y 
dificultad de tener contacto con los sujetos, fue necesario acudir a lugares donde se 
congregan, donde el Estado u otras instituciones del orden privado, dan acogida y cuidado a 
la población, en este caso, como ya lo señalamos acudimos a los centros noche de SDIS y la 
encuesta la realizamos de forma personalizada a quienes aceptaron voluntariamente, también 
aprovechamos este momento privado para realizar la entrevista. Mediante preguntas que 
según la comodidad en el diálogo nos permitiera profundizar en algunos analizadores 
extraídos de la encuesta, fue una labor que requirió de paciencia, sensibilidad, generar 
confianza, una posición receptiva frente a la población, fue posible realizar asesorías y 
orientaciones jurídica. 
Dentro del bienestar físico y mental se ha incluido como analizadores de la categoría, a la 
salud física, vivienda, seguridad y servicios públicos, así como recreación, ocio y salud 
mental, y determinamos que las preguntas 1, 2, 5, 6, 8, 9, 11, 13, 14, 15, 16 y 19 
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corresponden a esta categoría, para lograr una mayor comprensión de la valoración de dicha 
categoría la dividiremos en dos subcategorías, a saber, física y mental, de ellas concluimos 
que:  
Bienestar físico: 
1. Identificamos que se logra tener bienestar físico momentáneo, cuando se hace uso de 
los servicios de centro noche y que, en su defecto, cuando no lo pueden usar por 
circunstancias de cobertura, movilidad, salud, etcétera, quedan sin protección para 
solventar un lugar caliente y cómodo, algún tipo de alimentación o acceso a servicios 
públicos. Muchos llegan con enfermedades y lesiones leves que son tratadas durante 
el servicio, pero las más gravosas requieren un tratamiento continuo que no se les 
brinda, sino que se remite al centro de atención en salud.   
2. La mayoría de adultos mayores habitantes de calle que usan los servicios de centro 
noche, presentan variedad de enfermedades o lesiones a razón de sus condiciones de 
económicas, de vivienda y de salud, estas últimas se agravan progresivamente pues 
los servicios ofrecidos a esta población son finitos en el tiempo, además carecen de 
suficiente presupuesto para atender de forma adecuada y oportuna los casos más 
críticos, sin embargo a través de alianzas intersectoriales del distrito se ha intentado 
arreglar este problema. 
3. La mayoría de las personas que reciben el servicio de los centros noche, tienen a su 
vez acceso a otros servicios: régimen subsidiado en salud, comedores comunitarios 
para los alimentos, algunos tienen acceso a subsidio y otros cuantos, acceden a ofertas 
de empleo, pero el acceso a estos servicios no es de cobertura total, ni permanentes en 
la población y en los servicios, pues se encuentran limitaciones presupuestales, vacíos 
en la planeación de las acciones, mala ejecución de proyectos, intervenciones 
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improvisadas, además se encuentran personas sin documentos de identificación, sin 
estar censadas por el Sisbén, algunas no tienen la constancia de que son habitantes de 
calle.    
4. El acceso a la comida es muy limitado, pocas veces se puede comer bien durante un 
día —tres comidas de calidad—, algunos la única comida caliente que reciben es la 
que se les brinda en el centro de atención, quienes durante el día logran conseguir 
alimentos o bebidas, no las encuentran en óptimas condiciones, no es lo necesario o 
suficiente para saciar el hambre.   
5. Algunas personas excepcionalmente cuentan con una vivienda o lugar donde habitar, 
pero por reiterados problemas familiares y/o sociales deciden abandonarla y habitar la 
calle, quienes se encontraban en esta situación manifestaron que se sentían como una 
carga para sus familias, donde no encontraban ningún tipo de comprensión y 
compañía en ellos, pero la mayoría de adultos mayores no cuentan con ningún tipo de 
familia o contacto con algún miembro familiar, razón por la cual la mayoría de ellos 
en la cotidianidad no cuentan con un lugar seguro y cómodo donde descansar, 
problemática que cuando están en posibilidades económicas solucionan con paga 
diarios, pero normalmente duermen en la calle. 
6. Es común encontrar personas con su vitalidad vigente, que tienen vidas activas en 
varios aspectos, visitan lugares de cultura como bibliotecas, museos, realizan 
actividades como ajedrez, creación de obras literarias y de pintura, mantienen la gran 
mayoría una vida física activa donde desarrollan actividades que les permiten obtener 
sustento económico, lastimosamente muchas veces en condiciones de informalidad y 
sin garantías de seguridad social ni derecho a pensión. muchos de ellos llevan años 
realizando cualquier actividad que les permita seguir viviendo, saben cómo subsistir 
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en la calle, pero reconocen que no son los mismos “pelaos” de hace años, es decir, 
cuidan más de su salud y llevan tratamiento a sus enfermedades particulares, además 
no consumen de la misma forma que lo hacían años atrás.    
7. En contraste con lo anterior algunos de los adultos mayores a razón de su edad y su 
condición de habitante de calle están despojados de la posibilidad de brindarse su 
propia seguridad y la satisfacción de sus necesidades básicas, se reconocen en general 
como población vulnerable, con desventaja frente a los otros, físicamente un poco 
disminuidos y con mayores necesidades particulares, además los ciudadanos se 
sienten atacados, excluidos y rechazados por la sociedad y el Estado. 
8. Las personas que se vinculan a los servicios de atención en los centros tienen acceso a 
los servicios públicos domiciliarios, pero es importante aclarar que es únicamente 
cuando hacen uso del servicio y no luego o antes, es, a razón misma de no tener un 
lugar establece donde habitar o vivienda, lo que les impide tener acceso a agua 
potable, electricidad, gas, recolección de basuras, entre otros.  
9. El servicio en los centros noche se preocupa por brindar elementos de recreación, 
diversión, entretenimiento, lúdica, pero no logra identificar qué intereses tienen los 
miembros del centro noches, por tanto, no llega a atender la mayoría de los asistentes, 
ellos no consideran que estas actividades sean provechosas o les ayuden a aprender 
alguna labor o trabajo que les permita alcanzar la satisfacción de sus necesidades.  
Bienestar mental:   
1. El servicio cuenta con atención psicológica, pero la falta de continuidad en los 
procesos, por tratarse de una atención transitoria, no le genera unas condiciones 
estables al sujeto para poder generar lazos fuertes de arraigo; sobre este aspecto es 
necesario el acompañamiento continuo, pues la mayoría de los adultos mayores se 
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sienten poco escuchados y atendidos emocionalmente, no tienen muchos lazos 
familiares o de amistad, y tampoco generan estos vínculos en los centros de atención, 
la mayoría presenta actitudes depresivas y en ocasiones violentos. 
2. Las personas que usan el servicio, a pesar de que se les garantiza un lugar de descanso 
no tienen espacios de privacidad, generalmente presentan dificultades por cuestiones 
emocionales —desesperanza es factor importante—, que los mantiene en muchas 
situaciones con una actitud agresiva y conflictiva, particularmente las mujeres que son 
muy pocas dentro de los centros, se sienten sin espacios privados y poco adecuados, 
no cuentan con baños y lugares diferenciados, por las mismas proporciones de género 
de la población que usan el servicio, se sienten en constante asedio por parte de sus 
compañeros. 
3. Generalmente suele pensarse que las personas dentro de esta población les cuesta 
relacionarse de manera pacífica y de forma respetuosa, y como toda persona tiene 
momentos en los que son extremadamente alterados y otros momentos en los que son 
educados y respetuosos, pues sin duda su vida es solitaria y tensionante, algunos 
encuentran en “el parche, el compinche, la o el amigo” alguien con quien socializar y 
existe una suerte de amistad, complicidad y camaradería dentro de las personas que ya 
han compartido tiempo y experiencias, bien sea en la calle o en alguno de los centros 
de atención, pues como ellos lo han advertido es diferente la prestación y el ambiente 
que se brinda en cada lugar. 
4. La población se siente intelectualmente en capacidad para aportar a la sociedad 
mediante la transmisión de conocimientos, se mantienen actualizados en temas que les 
interesan, se informan de las noticias, pero sienten que las actividades que les ofrece 
el centro noche y en general los centros de atención, no les son beneficiosas y de su 
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interés, las llaman “infantiles” y manifiestan que no les permitan un crecimiento en 
alguna formación artística o productiva, más aún participan para evitar represalias o 
que no les permitan acceder más al servicio por no hacerlo; existe una constante 
zozobra de perder el servicio y tener que regresar a la calle, por lo cual manejan 
grandes niveles de estrés, miedo, permanecen con la constante preocupación del 
mañana, porque manifiestan que el centro les brinda una tranquilidad y seguridad 
aunque sea momentánea.  
5. Generalmente no hay sentimientos de reproche o de culpabilidad, frente a las 
decisiones o la forma como han vivido, la mayoría no se arrepienten de haber tenido o 
de tener vicios y se muestran poco receptivos a dejar algunas prácticas, pero con el 
uso frecuente del servicio han logrado el cambio de muchas de ellas. Sobre este punto 
se hace necesario una mayor profundización por parte de profesionales -psicólogos- 
que realicen un estudio detallado sobre las condiciones emocionales de los adultos 
mayores que habitan la calle. 
Bienestar social: 
En el bienestar social, se ha incluido, educación, labor o trabajo, ingresos y círculo social 
como indicadores de la categoría y determinamos que las preguntas 1, 2, 4, 5, 10, 12, 16, 17, 
18 y 19   corresponden a esta categoría, por tanto, de ellas concluimos que: 
1. La mayoría aún se sienten en capacidad de hacer, muchos realizan actividades a diario 
y algunos las exponen, buscan a través de estas actividades la sobrevivencia en el día 
a día, sin embargo, encontramos personas con limitaciones físicas, que de alguna 
forma se les brinda algunas facilidades en el lugar, siempre y cuando no fuere 
necesaria la atención médica. 
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2. La mayoría siente que puede ayudar a mejorar la vida de los demás y manifiestan 
hacerlo, procuran ser siempre muy serviciales, ofrecen su ayuda para el desarrollo de 
tareas, la percepción social de que son sujetos irrelevantes por sus condiciones 
precarias de vida, los hacen más humanos o sensibles frente algunas situaciones, les 
genera sentimientos de solidaridad y en realidad lo son; dicen ser del tipo de personas 
que cuando pueden ayudar a alguien lo hace sin dudar, piensan que quizás se les 
regresará en una especie de dharma. 
3. Las personas sienten que no tienen en quien confiar, sienten miedo y manifiestan que 
no tienen realmente personas que se preocupen por su situación, más allá de algunos 
compañeros que mencionan tener, no hay relaciones personales fuertes, la mayoría ha 
roto totalmente la comunicación con sus familias o no posee, a nivel personal se 
sienten abandonadas, a pesar de vivir en el medio social, no se desarrollan en él por 
las diferentes limitaciones que puedan presentar, adicionalmente advierten que 
durante el servicio los tratan con respeto. 
4. La mayoría no tiene un ingreso fijo o estable, a pesar de ello muchos están optando a 
un bono subsidio de $150.000 bimensuales, que de alguna manera se ayuda a 
gestionar desde los centros noches, con la expedición de documentos básicos, los 
usuarios expresaron en las entrevistas que era muy difícil obtenerlo, por diferentes 
procedimientos administrativos y a pesar de que llevaban largos tiempos a la espera. 
Adicionalmente una vez se acaba el servicio a las 7 am, casi nunca poseen con que 
movilizarse, escasamente la cédula e inscritos en el Sisbén, en su mayoría —también 
resultado de la encuesta—, no sobra mencionar que no poseen la tarjeta Transmilenio, 
hoy con la presente administración se ha incrementado desproporcionadamente los 
pasajes incluso para beneficiarios de tarifas especiales —Sisbén—; es decir, su 
situación es tan precaria que aún solicitar la ayuda les resulta una carga importante, 
 
78 
mucho más mantenerse en largos trámites, con incertidumbre sobre la respuesta pero 
en una necesidad constante. 
5. La mayoría no trabaja, algunos lo hacen de manera informal y unos pocos por 
convenio tienen trabajo, por ejemplo la Secretaria Distrital de Integración Social, 
cuenta con un convenio con el Instituto Distrital para la Gestión del Riesgo IDIGER, 
para vincular a cierto número de personas, pero estos trabajos en ocasiones no son 
acordes con sus capacidades y su condición, a pesar de esto un gran porcentaje señala 
que tiene conocimiento y estar en las capacidades para desarrollar actividades y 
trabajos específicos, algunos profesionales, técnicos y otros titulados por años de 
experiencia en el desarrollo de diferentes labores.  
6. Las personas manifiestan conocer los programas y proyectos de atención, tales como 
restaurantes comunitarios, actividades lúdicas, recreativas, deportivas, entre otras, sin 
embargo, muchos apenas inician a hacerse beneficiarios de los servicios de centro 
noche y a conocer de los distintos programas que se ofrecen, en contraste de otros, 
quienes llevan varios meses en el servicio de centros noche, se turnan entre los 
servicios y cuentan con el subsidio. 
7. Es importante el número de personas víctimas de desplazamiento forzado que 
llegaron a adquirir la condición de habitante de calle y usan el servicio de los centros 
noches, pues no encontraron tampoco en las diferentes instituciones y entidades 
“acreditar su calidad” o recibir algún tipo de beneficio, situación que también los pone 
en estado de grave vulnerabilidad y debilidad manifiesta, sobre este punto 
retomaremos en la respuesta a la pregunta planteada durante la investigación. 
Satisfacción y expectativas: 
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En la satisfacción y expectativas se ha incluido, autonomía, felicidad, tranquilidad, 
creencias, aspiraciones e intereses como indicadores de la categoría y determinamos que las 
preguntas 2, 3, 4, 5, 7, 9, 10, 11, 19 y 20 corresponden a esta categoría, por tanto, de ellas 
concluimos que: 
1. En su gran mayoría, el adulto mayor habitante de calle se encuentran afiliados al 
régimen subsidiado de salud, sin embargo muchos de ellos requieren tratamientos 
especializados y una atención adecuada y permanente que no se les brinda según 
ellos, es común encontrar lesiones y variedad de afectaciones a la salud en la 
población, adicionalmente por su condición y el lugar en el que habitan la mayoría del 
tiempo permanecen en condiciones antihigiénicas y de poca salubridad, circunstancia 
que les dificulta aún más cualquier tipo de mejoría o recuperación satisfactoria de sus 
enfermedades.  
2. Hay personas que mantienen sus creencias religiosas y de alguna forma la practican 
permanentemente, sin embargo, la mayoría de los adultos mayores habitantes de calle 
son creyentes no practicantes, han dejado de dedicarle tiempo a este aspecto por la 
búsqueda de la satisfacción de necesidades físicas. a diferencia de otros que sí realizan 
una práctica continuada y repetida en términos religiosos. es importante señalar que 
dentro de los centros de atención no se cuenta con ningún espacio privado para estos 
fines, o con actividades que los fortalezcan espiritualmente conforme a sus creencias. 
3. El ayudar a otros es algo que llena a las personas de satisfacción, pues les da motivos 
para fortalecer lo que piensan sobre ellos y ellas, además les permite pensar que son 
útiles a los demás, muchos se han acostumbrado a compartir y son de alguna manera 
personas bondadosas. Tienen divididas perspectivas frente a la preocupación y 
atención que reciben normalmente por parte de la sociedad y del Estado, sienten que 
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de diferentes formas necesitan más ayuda y una posición más activa de parte de las 
personas. 
4. Se evidencia que no se han diseñado ofertas de menú que responda a las condiciones 
especiales de salud, no se tienen en cuenta las características o particularidades de los 
sujetos como sus alergias, dietas requeridas, sus dificultades físicas para comer y 
digerir algunos alimentos, la limitación en las bebidas y porciones —un solo vaso de 
jugo—, etcétera, adicionalmente dentro del servicio de centro noche no se cuenta con 
la valoración por parte de un nutricionista quien les proponga un plan de recuperación 
alimentaria y establezca el respectivo menú para los adultos mayores. 
5. Los adultos mayores se encuentran en su mayoría insatisfechos frente a las 
actividades culturales, deportivas, recreativas, artísticas y de capacitación o 
aprendizaje, pues las consideran poco útiles y en discordancia con sus potenciales, no 
les satisface, pero no han perdido el interés en aprender nuevas cosas o perfeccionar 
cosas que ya saben, aún tienen expectativas en lo que puedan llegar a saber y que les 
beneficie en el futuro, procuran estar en actitud receptiva en algunas ocasiones 
simplemente por pasar el tiempo o matar el aburrimiento. 
6. Si bien la población siente que en lo cotidiano por su aspecto y condición genera 
rechazo, un trato despectivo por parte de la generalidad de la sociedad, sienten que en 
los centros de atención las personas son más cordiales, les tratan con respeto y no los 
desprecian, solo unos pocos sienten que son toscos o que no los atienden bien, 
manifiestan que a veces son muy estrictos con algunas reglas, pero saben que lo hacen 
por el beneficio de todos.  
7. Sin lugar a dudas, algunos sienten que si hubieran tomado otras decisiones 
posiblemente estarían en mejores condiciones, sienten que actuaron de forma 
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equivocada y que esto les impide en la actualidad tener un mayor bienestar, 
comodidades o calidad de vida, sin embargo, otros, consideran que vivieron lo que 
tenían que vivir y se arrepienten de pocas cosas en su juventud, ya están dispuestos a 
afrontar lo que se les presente en el camino, sin dejar la motivación de que aún están 
vivos para seguir adelante y viviendo. 
8. Las personas aún se sienten en capacidad o en condición de estudiar, instruirse y 
capacitarse, desarrollar labores y actividades en procura de obtener herramientas que 
les permita un mejor vivir. Los adultos mayores se sienten dependientes y poco 
autónomos al no tener la posibilidad de un ingreso fijo, pues no cuentan con 
posibilidades laborales concretas y los escasos ingresos que obtienen son a través de 
trabajos o labores informales sin ningún tipo de garantías sociales, se ven atados a los 
servicios y a los centros de atención, las posibilidades de empleo son muy pocas y así 
mismo los ingresos son mínimos o nulos para satisfacer sus necesidades más 
comunes.  
9. Es importante señalar que en los centros de atención tienen acceso a los servicios 
públicos básicos de una casa normal, pero no se brinda atención frente a otro tipo de 
servicios, por ejemplo no se les brinda herramientas de comunicación como teléfonos 
o computadores de acceso público, muchos de ellos nos mencionaron la necesidad de 
recibir asesoría jurídica frente sus problemáticas, esperan poder contar con mayores 
oportunidades de acceso a bibliotecas, centros de recreación, parques o museos.   
10. Su interés primordial es poder encontrar un lugar que puedan llamar suyo, sentir que 
lo hace propio, tener la posibilidad de adecuarlo a su gusto, decorarlo, personalizarlo, 
lograr tener intimidad es uno de los anhelos que más se identifican en la población, 
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también les interesa recuperar el tiempo y todo lo que han perdido por ser habitante de 
calle.  
Es fundamental para esta unidad de análisis que se les preste mayor atención a los sujetos 
mismos, a la valoración que hacen ellos de la atención, del trato y en términos generales del 
servicio a favor del adulto mayor en los diferentes puntos de atención. La percepción y 
valoración del sujeto juega un papel importante en la prestación del servicio, los sujetos nos 
manifestaron no sentir que se preocupen por sus necesidades particulares, es más, que no las 
identifican con claridad en los lineamientos de atención, sienten que no pueden participar en 
las decisiones que se toman sobre ellos, tampoco en la forma que se le interviene o atiende 
cuando son ellos quienes se ven directamente afectados por la mala prestación o sin calidad 
de los servicios; hasta el momento de desarrollar nuestra recolección no se habían realizado 
ningún tipo de evaluación o examen tomando como universo la misma población que permita 
una verdadera identificación de necesidades a satisfacer con dignidad, el hecho de que se les 
brinde alimentación, alojamiento, servicios de salud e higiene, actividades recreativas, 
culturales, etcétera, pero que no puedan decidir, proponer, participar en cuales o de qué 
formas se les brinda estas prestaciones que constituyen derechos, se deja de lado la principal 
fuente para mejorar y dignificar el servicio. 
Observación 
El ejercicio de observación tuvo lugar en la ciudad Bogotá, Colombia, en las localidades 
con mayor presencia de habitantes de calle, principalmente: Los Mártires, Antonio Nariño, 
Santafé, Teusaquillo, Engativá, Kennedy y La Candelaria, utilizando casi toda oportunidad 
válida que nos permitiera observar y analizar los modos en que viven, fue necesario caminar 
por la ciudad, escrutar en todo momento, incluso mientras se va en el bus de servicio público, 
se realizó contacto con las zonas donde habitan y se focalizan, intentando ser muy atentos a 
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los comportamientos constantes y variantes de los sujetos, lograr entrar en los centros de 
atención nos permitió entender cómo funcionan para poder valorar las prestaciones  —
derechos— que garantiza el Estado, verificar efectos de la planeación, de la participación que 
tienen los sujetos al momento de decidir sobre sus necesidades y cómo satisfacerlas las 
condiciones en que lo hace, si la norma se hace efectiva y puntualmente conforme a nuestro 
objetivo, determinar si se satisfacen la totalidad de las necesidades y valorar si estas se cubren 
en un marco de dignidad, es decir abarcando todos los componentes de la calidad de vida. 
1. No es posible atender a todos los ciudadanos que se encuentran en grave 
vulnerabilidad por varias circunstancias: (1) por condiciones extremas de salud y en 
tal caso son remitidos a un centro de atención médica, en consecuencia, no se cuenta 
con un cuerpo médico para atender importantes situaciones pues solo se cuenta con 
personal de enfermería; (2) porque no alcanzan los cupos para atenderlos a todos, el 
servicio sólo puede ser utilizado por una persona durante algún tiempo en la semana, 
por tener el carácter de transitorio —a pesar de esta  restricción, muchos llevan 
semanas y meses asistiendo de forma permanente—, algunos permanecen flotantes 
entre los distintos centros de atención que hay en la ciudad; (3) existe una restricción 
de ingresar objetos personales y ellos para no perderlos o porque no tienen donde 
dejarlas, prefieren no ingresar, intentan ocultarlas y en la mayoría de las ocasiones las 
pierden, es importante buscar alternativas que permitan humanizar este aspecto, pues 
la población no posee mayor cantidad de bienes y lleva consigo los más valiosos a 
nivel personal; (4) los programas de atención tienen distintos criterios de priorización 
para la atención de los servicios en los centros, pero tener condiciones como no tener 
identificación, ser víctima del conflicto armado, así como de manifestar un credo o 
religión especial, no pueden ser criterio para negar la prestación del servicio, por tal 
motivo las personas que son acreedores de un trato especial, debe tratarse con arreglo 
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al principio de igualdad, e identificar y ayuda a priorizar el ingreso de quienes tienen 
condiciones más graves (5) un porcentaje significativo de la población no conoce del 
servicio, es decir hay una falta de divulgación acerca de información relacionada con 
la existencia particular de este servicio para los adultos mayores habitantes de calle  o 
en situación de abandono, ubicación de los centros día y especialmente de los centros 
noche, posibilidad de acceder y requisitos para obtener el subsidio económico, y otra 
variedad de beneficios, como el ingreso a comedores comunitarios.  
2. Se presenta una preocupante situación de plagas, las epidemias de piojos, pulgas y 
carangas son abundantes, es importante aclarar que son problemas para los cuales se 
han dispuesto los correspondientes protocolos de atención y pareciera en principio 
fáciles de controlar, pero están generando complicaciones en algunos centros de 
atención, pues, en palabras de la coordinadora del centro noche de Policarpa, “el 
protocolo dice que se deben fumigar 2 veces al año y lo que va corrido del año (6 
meses) ya hemos tenido que fumigar 4 veces”, cabe aclarar que estas epidemias se 
dan en manera proporcional a la cantidad de personas, es decir que a mayor cantidad 
de personas mayor riesgo de generarse epidemias, además algunos sujetos son reacios 
a retomar las costumbres de aseo personal e higiene, por ejemplo, a muchos no les 
gusta ducharse, cepillarse los dientes, cambiarse de ropa o cortarse las uñas y cabello.  
3. La mayoría de las personas que hacen uso del servicio son hombres. En un centro con 
capacidad para 47 personas (Ocobos-San Bernardo), en el periodo que duró la 
observación, el número de mujeres no superó la cantidad de 3, y en el centro Uecha-
Policarpa no superó la cantidad de 7 y aun así, de tratarse de tan baja la población de 
mujeres en los centros, no se tiene un lugar adecuado para ellas, no hay zonas 
privadas, ni cuartos o baños diferenciados a razón de género, no se propende por la 
garantía a la intimidad, ni generar un sentido de pertenencia por el lugar o espacios de 
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apropiación,  por ejemplo algunas de ellas manifestaron “debemos dormir en la 
misma habitación con un señor que le gustaba dormir desnudo” eso les incomoda, 
ellas quieren un espacio aparte de los hombres, por otro lado en el centro con 
capacidad para 98 personas (Uecha-Policarpa) la situación es la misma, baja cantidad 
de mujeres y no hay una división por género en espacios necesarios, además en este 
centro solo hay un cuarto con camas individuales para cada usuario. 
4. A cada usuario se le hace entrega de elementos como pijama, cepillo de dientes, pasta 
dental, toalla, jabón, y pantuflas, así también, a algunos se les da ropa que llega por 
donaciones, pero hay casos en que esta vestimenta no es aptas para las necesidades de 
los adultos mayores, a manera de ejemplo queremos relatar lo que aconteció en el 
centro (Uecha-Policarpa) un señor tenía una laceración en el cuerpo a razón de que el 
pantalón que le habían regalado le quedaba en extremo grande y tenía que apretar 
muy fuerte el cinturón lastimándose, pues no contaba con más ropa que vestir.  
5. Algo que resalta es la falta de atención médica en el centro, como ya se señaló con 
anterioridad, pues, en el caso de ser necesaria atención médica profesional, se debe 
remitir al paciente a un centro de salud, pues en el centro noche solo cuentan con 
apoyo de una enfermera por turno, la cual presta sólo atención primaria cuando se 
requiere, sin embargo hay lesiones o infecciones que requieren una atención básica, 
diferenciada que no se realiza oportunamente; otras veces a los mismos adultos 
mayores les apena decir que necesitan una curación y la solicitan únicamente cuando 
ya ha avanzado la infección; sobre este aspecto, un señor en el centro (Uecha-
Policarpa) presentaba una lesión e infección en su labio la cual requería un 
tratamiento y asistencia básica, pero ese día no se le brindó ningún tipo de curación y 
el señor tuvo que comer sus alimentos en las mismas condiciones, los alimentos se la 
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sirvieron a alta temperatura, y él  mientras comía sangraba en sus alimentos sin 
ningún tipo de ayuda. 
6. Los centros noche además cuentan con personal encargado del acompañamiento, por 
ejemplo cuenta con un profesional en psicología y dos en trabajo social, quienes se 
encargan de desarrollar talleres, lúdicas, charlas, son personas que el servicio dispone 
para que siempre estén en disposición de atender, hablar y lograr el interés de los 
adultos mayores, sobre este punto se debe profundizar en su estado emocional e 
intereses, no solo crear actividades aleatorias, seguir un plan, igualmente el 
acompañamiento psicológico debe ser permanente con cada sujeto, pues muchos de 
ellos exteriorizan sentimientos depresivos y de rabia, aunque generalmente pueden 
estar en espacios sociales y compartir. Por otro lado hay personas encargadas del 
apoyo y acompañamiento, los facilitadores encargadas de la atención y los cuidados 
de los adultos mayores de forma directa, son quienes les ayudan en el ingreso, 
brindan los elementos de dotación, ayudan durante la distribución de los alimentos, en 
la hora el baño, a quienes tienen dificultades físicas les prestan una atención especial, 
en términos generales se encargan de los aspectos operativos de la atención, además 
están acompañados por personal encargado de la seguridad, personal encargado de la 
cocina y finalmente personal de aseo. 
7. En cuanto a actividades artísticas, culturales, de recreación y deporte en los centros, 
se requiere adecuarlas a las necesidades e intereses de la población, muchos buscan 
capacitarse en alguna labor o actividad que les permita generar algún tipo de ingresos 
y no tomar estos espacios como un simple “matar tiempo”, algo que no les beneficia 
de una manera práctica, también nos cuentan los adultos mayores que cuando están en 
los centros noche reciben talleres de artes plásticas, ocasionalmente tienen proyección 
de películas, hay juegos de mesa como ajedrez, pero muchos de los ciudadanos 
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solicitan que se amplíe la oferta, que lo que se les ofrezca sea algo de su interés, por 
ejemplo, piden una biblioteca o incluso tener la posibilidad de acceso gratuito a 
espacios de mayor aporte intelectual y cultural.  
8. Algunos de los adultos mayores, al conocer que veníamos de una facultad de derecho, 
nos solicitaron asesoría jurídica, resolvimos variedad de dudas y brindamos 
información de interés, consideramos pertinente comunicarles sobre de la posibilidad 
de asistir a los consultorios jurídicos de las universidades, haciendo énfasis en el 
servicio prestado por la Universidad Libre; sobre este punto es importante desarrollar 
acciones encaminadas a fortalecer los conocimientos sobre derecho constitucional, 
derecho de petición y en general, dotarlos de las herramientas jurídicas necesarias 
para la protección de sus derechos, adicionalmente es necesario el constante 
acompañamiento de un asesor jurídico que les ayude con todos los trámites o 
solicitudes que deseen realizar los adultos mayores que habitan la calle, pues la 
mayoría de ellos consultan sobre asuntos relacionados con derechos fundamentales, 
acceso a servicios básicos, tutela, etcétera.  
9. No se brinda una atención especializada en nutrición, como lo hemos mencionado, no 
se cuenta con un plan alimenticio personalizado o de alguna manera con variedad en 
el menú que les permita recibir comidas conforme a su diagnóstico de salud —
enfermedades físicas y/o digestivas—, generalmente se preocupan simplemente por 
brindar los alimentos pero no se atiende a estas particularidades, también se 
deshumaniza el servicio cuando por ejemplo en el centro (Uecha-Policarpa) para 
servir los alimentos los hacen sentar y les van sirviendo por turnos, situación que por 
el gran número de usuarios se torna desordenada y caótica, pues no se cuenta con las 
mesas y sillas para todos (98 personas) presentándose problemas porque alguno de los 
usuarios repiten la porción asignada para cada uno, principalmente con la porción de 
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jugo y algunos otros alimentos, situaciones que generan molestia y descontento pues 
a diario son varios los adultos mayores que se quedan sin una bebida, deben tomar 
agua o simplemente conformarse con lo que les ofrecen, por ello advertimos que es 
mejor la metodología utilizada en otros lugares como (Los Ocobos- San Bernardo) 
donde por ser menor la cantidad de usuarios, es posible hacer que cada persona forme 
en fila para recibir su porción, sin lugar a confusiones, anotamos que también se 
deben flexibilizar las raciones, especialmente en el tema de bebidas. 
10. A lo largo del tiempo de la observación se identificó que no siempre son los mismos 
usuarios, pues el lugar es de paso o transitorio, con respecto a este punto nos 
preocupa la falta de distinción entre los centros y las formas de prestar el servicio en 
cada uno, pues hay diferencias importantes entre centros, que ya algunos usuarios 
logran identificar.  Algo para resaltar es que quienes permanentemente hacen uso del 
servicio comienzan a generar un cambio progresivo de sus costumbres, actitudes y 
sus mismos modos de vida, la forma como perciben y reaccionan a los otros, por esta 
razón, es necesario implementar una estructura de funcionamiento homogénea que 
permita el cambio y reintegro a la sociedad y a la vida digna, por parte del adulto 
mayor que habita la calle a través de un trato diferencial, articulado donde cada centro 
maneje a la población según la constancia y cambio de estas características de la 
habitabilidad en calle. 
11. Hay atención preferente para las personas que tienen alguna disminución física o se 
encuentran en condición de discapacidad, como es el caso del centro Policarpa que 
cuenta con una habitación en el primer piso con 5 camas y en ellas se da prioridad a 
personas que no puedan subir escaleras por las razones antes enunciadas, así también 
se aplican los criterios de priorización para el ingreso donde se les tiene preferencia, 
sin embargo identificamos que al interior de los centros, no se cuenta con la 
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infraestructura adecuada con plataformas o lugares que faciliten el acceso y 
movilidad para las personas con algún tipo de disminución física, adicionalmente no 
todos los centros tienen dispuesto un lugar especial para el descanso de personas con 
estas “limitaciones”, siendo necesario por las condiciones etarias y físicas una mejor 
planeación y adaptación del lugar. 
12. Como en todo lugar donde cohabitan personas, es común que se presenten conflictos 
y este espacio no es la excepción, en el tiempo que frecuentamos los centros noche, se 
presentaron algunos conflictos por situaciones por malos olores, pérdida de objetos 
personales, porción de comida y bebida, abuso de confianza, cobro de préstamos, 
conductas molestas en los espacios comunes y bullying, todos estos problemas fueron 
atendidos y resueltos con arreglo a unas normas de comportamiento que se 
encuentran contemplados en el “Pacto de Convivencia” el cual los usuarios deben 
manifestar su conocimiento y respeto para ingresar, pues en últimas son los 
condicionantes para que puedan tener un techo, al menos por una noche. Es necesario 
que se permita que los ciudadanos (usuarios y contratistas) puedan proponer 
modificaciones, complementos o controvertir alguna disposición, intentando que el 
acuerdo represente mínimamente las voluntades de los intervinientes. 
13. Frente a las prestaciones que puedan garantizar derechos y que se atienden por fuera 
de los centros, debemos mencionar que estos lugares (los centros noche) son los 
únicos con atención especializada para adultos mayores en habitabilidad de calle o en 
estado de abandono, pues el resto de los lugares únicamente atienden a los habitantes 
de calle sin hacer ninguna distinción. Los adultos mayores que además son habitantes 
de calle, por fuera de los servicios no cuentan con mayores garantías o ayudas, son 
altamente vulnerables dentro del universo de ciudadanos que habitan la calle, por ello 
intentan muchas veces apartarse de focos de convergencia y conflicto pues como ya 
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lo hemos identificado, los adultos mayores desean terminar su vida con tranquilidad, 
disminuyen el consumo de drogas duras, cuidan su salud, le dan preferencia a la 
alimentación, se preocupan por buscar la seguridad y comodidad que su condición 
física ya no les permite obtener con mucha facilidad. 
Es fundamental anotar que se identifica una atención “oficiosa” en la prestación de 
servicios sobre algunos componentes de la calidad de vida, que buscan cumplir con los 
criterios de la dignidad humana, elementos como la prestación de un techo, de una 
alimentación, la prestación de servicio de aseo, son esenciales para la vida de una persona en 
cualquier condición etaria, pero también es necesario gestionar algunos ajustes que permitan 
una prestación más eficiente del servicio y con la calidad que lo haga digno, a manera de 
ejemplo, la cobertura limitada, el tema de la distinción de género en los cuartos y baños, 
protección de la intimidad, mejoras en las medidas higiénicas, ampliación en el servicio de 
lavado de ropa, diversificación en el menú atendiendo a particularidades de salud,  mayor 
articulación entre los centros día y noche, posibilidad de recibir algunos beneficios como el 
acceso a un casillero y poder ingresar algunos elementos, recibir actividades artísticas, 
culturales y recreativas acorde a sus intereses y potencial intelectual, entre otras muchas 
otras. 
También es evidente la necesidad de contar con la voz y percepción de las personas que 
toman el servicio —elemento subjetivo de la calidad de vida—, quienes viven en esta 
situación son los que podrían resolver varias dudas sobre sus necesidades concretas y algunas 
posibles soluciones, por eso, en el ejercicio de recolección mixto de información se procuró 
siempre utilizar la escucha activa, prestar atención a sus anécdotas e historias y la forma 




Estructurando la ruta oficiosa 
En el desarrollo del presente proyecto de investigación, se planteó dar respuesta a un 
problema socio-jurídico, que corresponde a la siguiente pregunta: ¿Cómo lograr por parte de 
la sociedad, en cabeza del Estado colombiano la aplicación integral y materialización de la 
dignidad humana en las prestaciones y derechos que componen la calidad de vida, y que 
garantizan las condiciones de vida digna en los adultos mayores que habitan la calle?  
En primer momento es necesario plantear que sólo si el Estado Colombiano a través de sus 
aparatos institucionales, cumple de manera oficiosa y eficaz los fundamentos constitucionales 
e internacionales de brindar calidad de vida conforme a los parámetros de dignidad humana, 
garantiza las condiciones de vida digna a los adulto mayores habitantes de la calle quien se 
encuentra en estado de debilidad manifiesta y en grave vulnerabilidad, esto no es una 
especulación teórica, es una realidad práctica, pues ¿de qué otra manera sino con cambios 
reales en la vida de las personas, es cómo se mejoran sus condiciones de vida? pues, el 
Estado teóricamente garantiza la dignidad humana mediante extensa normatividad que 
produce y que se ha expuesto pero, no logra la materialización de estas condiciones, por tanto 
es fundamental entender, que con una sola y precaria acción es ineficaz este principio e 
imposible dignificar la vida, es decir, se requiere prestar los diferentes servicios que atiendan 
todos los elementos de la calidad de vida acorde a la condición humana, siendo necesaria la 
articulación y que se actúe de forma conjunta, en los distintos saberes —acciones 
interdisciplinares— y en distintos momentos del desarrollo de la vida cotidiana de un adulto 
mayor que habite la calle, posteriormente se requiere hacer que estas acciones sean 
mayormente satisfactorias y beneficiosas para la población, que se tenga una sensación de 
agrado con los servicios prestados, donde no sean ellos quienes deban exigir y persistir en 
solicitudes y acciones inciertas que ponen una carga excesiva a sus ya complicadas 
condiciones de sobrevivencia. 
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Siendo objetivos, dicha pregunta no puede tener, en ningún contexto, una única e 
inequívoca respuesta, en ese orden, es preciso que aclaremos que intentamos llegar a dar 
algunos alcances a las ideas de sociedad justa, igual y con condiciones de vida digna para 
poder decir sin lugar a dudas o temor, que estas ideas no pueden seguir siendo un tema 
utópico y con poco interés, es por eso que resumimos las respuestas en pocas tesis, que deben 
ser implementadas de forma progresiva y gradual en la ruta oficiosa que diferenciamos de la 
ruta de atención, —por el contenido macro del concepto—, la ruta oficiosa debe ser atendida 
desde la Constitución política y Derecho internacional, atravesando la ley, políticas públicas, 
programas, anexos técnicos, reglamentaciones y ruta de atención, hasta la aplicación material 
de los derechos a través de servicios, acompañado de una constante evaluación y de acciones 
conjuntas con las demás disciplinas que estudian y atienden los componentes de la calidad de 
vida, permitiendo el proceso de dignificación de las condiciones de vida del adulto mayor 
habitante de calle. 
1. Se requiere que el derecho cumpla las funciones que lo hacen importante socialmente, 
que las normas puedan ser real y materialmente aplicadas, que existan las situaciones 
para las cuales fueron creadas, una real correlación entre lo jurídicamente dispuesto y 
el hecho social; que sus mandatos, aun cuando no se cumplan voluntariamente, sí sean 
exigidos por los aparatos especiales y coercitivos con que cuenta el Estado; que se 
sancione los incumplimientos de las prohibiciones, o se ofrezcan las garantías para los 
derechos reconocidos, en síntesis que sean eficaces.  
2. La eficacia de la norma en el contexto de los adultos mayores que habitan la calle, no 
es posible lograrla, hasta tanto no se materialice la dignidad humana, es necesario 
llevar a la práctica jurídica el principio de la oficiosidad, logrando la prestación 
integral y con dignidad de los diferentes servicios que atienden a los componentes de 
la calidad de vida, estructurando derechos dignamente garantizados que en conjunto 
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dan paso a una vida digna o en condiciones de dignidad.  Existen en Colombia dos 
mecanismos o formas para garantizar las condiciones de vida digna del adulto mayor 
que habita la calle, el cuerpo normativo en un primer caso se implementa mediante la 
política pública y como un segundo caso, haciendo la solicitud de intervención al 
aparato judicial mediante la acción de tutela. 
3. Partiendo de un consenso sobre la dimensión jurídica afectada (efectividad), podemos 
determinar, que es a través de las políticas públicas como los gobiernos buscan 
alcanzar sus fines, las cuales, son entendidas como el conjunto de decisiones y 
acciones del Estado, la respuesta frente a situaciones socialmente problemáticas y que 
buscan la resolución de estas, por tanto, es el instrumento institucional que busca 
materializar, garantizar, o restablecer derechos. El Estado Colombiano es el 
encargado de brindar la atención oportuna e integral a toda su población, 
particularmente a quienes presenten un estado de debilidad manifiesta o alto grado de 
vulnerabilidad, como es el caso de los niños, mujeres en estado de embarazo, 
población que presenten enfermedad física o mental grave, víctimas del conflicto 
armado, adultos mayores y los ciudadanos habitantes de calle, entre otros.  
4. Ahora bien, es necesario aclarar la complejidad del escenario de debate, pues el 
Estado mediante sus entidades requiere de implementar las políticas necesarias a su 
interior que posibiliten el acercamiento del ciudadano al conocimiento, exigibilidad y 
garantía de sus derechos, también es necesario que estas entidades del Estado dirijan 
su intención hacia la satisfacción de necesidades, prestando atención especial a la 
inversión pública, disminuyendo a su más ínfima expresión uno de los más grandes 
cánceres de la administración, la mentalidad corrupta de sujetos en instancias de 
poder, revitalizar instituciones desdibujadas y en decaimiento, mientras se fortalece el 
control fiscal, político y social. La aplicación correcta y completa de la política 
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pública de habitante de calle, implica una planeación estratégica de las acciones que 
debe adelantar el Estado, en este caso en cabeza de la Secretaría Distrital de 
Integración Social acompañado de otras instituciones, PONAL, SDS, Cruz Roja y 
entes privados entre otros. 
5. La intervención del poder ciudadano en las etapas de las políticas públicas para evitar 
la ambigüedad en la identificación de las necesidades, posicionando dentro de las 
comunidades escenarios propicios para la discusión de las problemáticas, —acción 
comunicacional— la creación de alternativas de solución y evaluación de las 
acciones. Implementación de la mesa sectorial para la atención integral de los 
habitantes de calle que atienda temas referentes a la política pública de habitabilidad 
en calle. Hasta hace poco era necesario tener un censo actualizado, pues los datos que 
se tenían eran muy retirados ya (2011), además, se esperaba que el censo se 
adelantará de forma ordenada y planeada, se esperaba que los años que se había 
tomado la ciudad para hacer el censo, sustentara la forma de atender a esa población, 
pero tras el estallido y dispersión de las tres ollas más grandes de la ciudad, sin pensar 
en los efectos y daños colaterales sobre la población más vulnerable, que no son 
necesariamente consumidoras pero que habitaban estas calles, la intervención se 
centró a favor de los menores y atacando el tráfico en las principales ollas. 
6. Entendemos que la acción oficiosa del Estado está compuesta por una secuencia de 
actuaciones jurídicas y sociales de diferentes niveles las cuales deben lograr 
materializar o hacer de la dignidad humana una realidad social, ello no acontece 
mientras haya vicios en la ruta oficiosa, para el caso concreto nos referimos a la 
necesidad de que no se realice ningún tipo de solicitud, o se entienda ésta con la 
identificación del fenómeno, o la presentación física de la persona en la condición de 
grave vulneración de su dignidad y en debilidad manifiesta ante una entidad Estatal, 
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la cual debe en caso de no ser competente, remitir y además buscar los mecanismos 
de articulación entre las entidades competentes, buscando satisfacer la totalidad de las 
necesidades de las cuales se compone la calidad de vida. Es de vital importancia que 
esta acción oficiosa esté acompañada de veedurías tanto ciudadanas como estatales, a 
través de los organismos de control en cabeza del ministerio público, quien por medio 
de sus entidades podría completar e incorporar en la ruta oficiosa, la acción de tutela 
pues la presentación de este mecanismo lo haría el Estado mismo, quien a través de 
sus entidades de control busca al ciudadano en situación de debilidad manifiesta y 
grave vulnerabilidad para representarlo en la garantía de sus derechos que 
posiblemente el mismo ciudadano desconozca y no así la entidad, en un verdadero 
ejercicio de atención a las poblaciones vulnerables por diferentes factores, como el 
caso del adulto mayor habitante de calle. 
7. Es determinante que la dignidad humana se de en distintos niveles de la atención 
como: cobertura total, garantía de atención permanente de ser requerida, apoyo psico-
social, adecuaciones del lugar conforme al grupo etario y diferenciación de espacios 
por género, prestación con calidad de los servicios, atención de todos los elementos 
de la calidad de vida, contratación de personal idóneo para la atención integral de la 
población en cuestión, esto necesariamente tiene su respuesta en la exigencia de un 
mayor presupuesto, más amplio, mejor planeado y mejor ejecutado, sin abrir espacios 
a la creencia de que los derechos y su garantía dependen de la existencia de un Estado 
o de la situación económica del país. 
8. Siguiendo el punto anterior es fundamental anotar que se logra identificar la 
prestación de un servicio que busca cumplir con los criterios de la dignidad humana, 
elementos como una cama bajo techo, de una alimentación caliente, la prestación de 
servicio de aseo son esenciales para la vida de una persona en cualquier condición 
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etaria, pero es necesario realizar algunos ajustes que permitan una prestación eficiente 
y con dignidad del servicio, a manera de ejemplo, cobertura, permanencia, cambio de 
una política de gobierno a una de Estado, distinción de género en los cuartos y baños, 
mejoras en las medidas higiénicas y de salubridad, diversificación en el menú 
atendiendo a particularidades de salud, un acompañamiento a través de actividades 
pedagógicas y culturales, que promuevan el tránsito y permanencia de los sujetos en 
condiciones de vida digna; así como la necesaria interacción de los programas 
prestados por las diversas instituciones del Estado en un sistema integral de atención 
al adulto mayor habitante de calle, facilitando el acceso a los servicios de salud, 
educación, integración social, etcétera. 
9. Es necesaria la implementación de un esquema de atención integral a los habitantes 
de calle adultos mayores que les brinde las posibilidades de obtener un mínimo vital 
que garantice solamente su existir conforme a las necesidades particulares, sino 
además brindar acceso a servicios, programas y derechos en general, que le 
garanticen una subsistencia en condiciones de dignidad que puedan ser mantenidas en 
el tiempo. Adicionalmente se requiere la mejora a nivel global de muchos otros 
aspectos como el pensional, el valor del adulto mayor a nivel familiar y social, la 
ayuda a las víctimas del conflicto como hecho social de gran impacto —ley 1448 de 
2011—, especialmente las personas víctimas de desplazamiento forzado que en 





Capitulo III - Dignificación de la ruta oficiosa 
Después de hacer un análisis sobre el estado real de las condiciones de vida de los adultos 
mayores que habitan la calle, y luego de analizar las acciones del Estado colombiano que 
intentan brindar una atención y “subsistencia”  a la población, únicamente nos queda por 
desarrollar cual es el camino que el Estado colombiano debe tomar y qué acciones debe 
realizar dirigidas a mejorar los servicios que garantizan derechos, por tanto es pertinente 
hablar del diseño de la ruta oficiosa, ¿esto qué es? es el conjunto de acciones, reformas, 
modificaciones y/o adendas que debería adelantar el Estado colombiano para la aplicación 
integral y la materialización del principio de dignidad humana en la prestación de los 
servicios que atienden los componentes de la calidad de vida; entendida esta ruta de forma 
más amplia en el concepto y realmente oficiosa, pero más concreta en la atención, que solo se 
brindaría a las poblaciones en estado de debilidad manifiesta, con respecto a la ruta de 
atención usada en el nivel administrativo, se requiere llevar a cabo estas reformas en la ruta 
oficiosa la cual permite una perspectiva general y la corrección de los elementos que conlleva 
a la prestación con dignidad de todos los componentes de la calidad de vida y en 
consecuencia la garantía real de todos los derechos que integran las condiciones de vida digna 
del adulto mayor habitante de calle, población en debilidad manifiesta y grave vulnerabilidad. 
La habitabilidad en calle es un fenómeno derivado de otros, pues en primera instancia 
encontramos problemáticas sociales, como la violencia intrafamiliar, la desigualdad, el 
aumento del costo de vida, la acumulación de tierras, falta de acceso universal en educación, 
a los servicios públicos, el desempleo resultado de una economía tendiente al librecambismo, 
sin restricciones ni protección a la producción nacional, un Estado irresponsable frente a sus 
obligaciones constitucionales y legales, plagado trabas burocráticas, trazado por conflicto 
armado interno, por el desplazamiento forzado, la corrupción depredadora, con la 
complicidad de una sociedad excesivamente individualista y extremadamente conservadora, 
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que ve al diferente como un elemento a atacar. En este sentido la respuesta, compone una 
serie de complejas reformas al sistema jurídico, económico y social, así mismo es necesario 
un mayor compromiso de quienes cumplen funciones públicas y representan al Estado, pero 
también por parte de las familias y la sociedad en general, realizando un seguimiento 
permanente en conjunto con las ONG, las instituciones de control del Estado y los entes 
internacionales.  
Se requiere posicionar en el debate de las ciencias jurídicas y demás disciplinas que 
inciden en el fenómeno, con el objetivo de que se entienda con mayor claridad las acciones 
que debe adelantar el Estado para la garantía y materialización de las condiciones de vida 
digna en todos los elementos que integran la calidad de vida. En primer lugar, ya hemos 
identificado que aunque existen amplias garantías jurídicas, que se concretan principalmente 
en la Constitución, la ley, y con cada vez más fuerza en la jurisprudencia —con un catálogo 
extenso y abierto de derechos, junto con sus mecanismos de defensa— los cuales no son 
efectivos en consecuencia no se cumplen en la práctica, por ello buscando encontrar algunos 
vacíos y soluciones a esta problemática socio jurídica, fue necesario evaluar la política 
pública, por ser la herramienta que propende por materializar los derechos de una población 
conforme a las investigaciones consultadas, es la que permite al derecho la realización 
práctica de todo su contenido, el acercamiento entre el derecho y el hecho.  
Entorno a la política pública de habitabilidad en calle a nivel nacional se establecen unos 
lineamientos para su formulación mediante la Ley 1641 de 2013, la cual está dirigida a: 
“garantizar, promocionar, proteger y restablecer los derechos de estas personas, con el 
propósito de lograr su atención integral, rehabilitación e inclusión social, y en este sentido, 
prevé que debe ser obligatorio el cumplimiento para todas las instituciones del Estado 
colombiano, las cuales están obligadas a actuar con base en los principios de dignidad 
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humana, autonomía personal, participación social, solidaridad, coordinación, concurrencia 
y subsidiariedad entre los diferentes niveles de la administración pública. Igualmente, 
dispone que para la construcción e identificación de los métodos de abordaje al fenómeno 
habitabilidad en calle, se requiere que las entidades territoriales adelanten un debate 
abierto y participativo con todos los sectores de la sociedad, y que este diálogo permite 
corregir de ser necesario estos lineamientos para la construcción de las políticas públicas 
sectoriales, como componentes a seguir se tienen la atención integral en salud; desarrollo 
humano integral; movilización ciudadana y redes de apoyo social; responsabilidad social 
empresarial; formación para el trabajo y la generación de ingresos, y por último 
convivencia ciudadana, donde hay corresponsabilidad y vigilancia entre la sociedad, la 
familia y el Estado para disminuir la tasa de habitabilidad en calle”(Ley 1641 de 2013). 
Además de los lineamientos para la atención, inclusión y mejoramiento de la calidad de 
vida del habitante de calle, expuestos por la ley a nivel nacional, se deben tener en cuenta los 
ya establecidos anteriormente en Bogotá por el acuerdo 366 de 2009, donde se destaca los 
objetivos de:  
“liderar acciones que promuevan el acceso a una vida con igualdad de oportunidades al 
habitante de calle; garantizar el acceso de la mencionada población a un adecuado nivel 
socio-económico, que asegure su esperanza de vida; desarrollar programas especiales para 
las personas en condición de discapacidad física, psíquica, sensorial, con atención especial 
en la alimentación y actividades de rehabilitación física, mental y emocional, entendiendo 
que son más vulnerables y con menos oportunidades; el establecer medidas que les 
aseguren un adecuado proceso de reintegración a la vida social, económica, laboral y 
política, garantizando la inclusión en el sistema educativo, al trabajo digno y el acceso a la 
recreación y al deporte. La Secretaría Distrital de Integración Social es la encargada de 
promover acciones conjuntas y coordinadas entre los diferentes sectores e instituciones, 
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además de ser quienes velaran por el cumplimiento, continuidad y control de los 
lineamientos, estrategias y demás disposiciones contenidas en el presente acuerdo, donde 
se deberá medir en cada uno de los sectores de Bogotá, mediante un informe anual con la 
rendición de cuentas” Acuerdo 366 (2009). 
Principalmente acogiendo estos dos cuerpos normativos, se expide en Bogotá el decreto 
560 de 2015, mediante el cual se adopta la política pública distrital para el fenómeno de 
habitabilidad en calle, donde se reconoce que estos ciudadanos y ciudadanas: 
“han sido históricamente víctimas de violencia y discriminación, que su modo de vida y 
las dinámicas asociadas a éste han terminado por desencadenar una serie de desafíos para 
las entidades que deben velar por su protección, que la multicausalidad del fenómeno de la 
habitabilidad en calle y las dinámicas en las que éste se desarrolla, exigen de la 
administración distrital formular e implementar un plan de atención integral para las 
ciudadanas y los ciudadanos habitantes de calle, en el que se reconozcan estas 
complejidades y le apunte a la dignificación de las condiciones de vida de quienes habitan 
las calles, la garantía de sus derechos y la construcción de proyectos de vida autónomos. 
Por estas razones se presenta como objeto y obligación de esta política pública, que el 
Estado garantice que la acción pública se oriente hacia la promoción, protección, 
restablecimiento, garantía y realización de sus derechos, entendiendo política pública 
desde el mismo decreto, como el conjunto de valores, decisiones y acciones estratégicas 
lideradas por el Estado, en corresponsabilidad con la sociedad, que buscan garantizarles 
sus derechos”  
Es igualmente importante destacar algunos de los principios que guían esta política del 
distrito capital dirigida a la habitabilidad en calle como:  
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“el principio de Igualdad, que se traduce en la garantía de sus derechos sin distinción por 
condición alguna, el principio de Efectividad de Derechos, bajo el cual las autoridades 
públicas tienen la obligación de adoptar medidas para hacer efectivos sus derechos e 
incluir las acciones afirmativas necesarias para la restitución de los mismos, Diversidad, 
que reconoce la multiplicidad y pluralidad de condiciones, identidades y expresiones, 
permite reconocer que no hay una única forma de vivir la habitanza, visibilizando las 
múltiples formas de ser, hacer y estar dentro del fenómeno más allá de la idea 
preconcebida que se tiene de que todos son iguales, y por ende, necesitan del mismo trato, 
Equidad, como una meta social, que busca construir y mantener acciones que eliminen las 
desigualdades injustas y evitables entre las personas, las cuales se reconocen que no son 
naturales ni circunstanciales, sino el resultado de la estructura de relaciones sociales, que 
condiciona la posición de unos y otros en la escala económica y social, Participación 
Social, que permite a los seres humanos reconocerse como sujetos de derecho, exigir y 
contribuir a la garantía, protección y restitución de los mismos, mediante intervención de 
la persona y sus organizaciones en la construcción de lo público, Universalidad, para el 
cual el Estado debe adelantar las diferentes acciones y medidas necesarias que permitan 
una garantía de los derechos a todos los y las ciudadanas habitantes de calle de la ciudad 
de Bogotá, Progresividad, supone el compromiso de iniciar procesos que conlleven al 
goce efectivo de los derechos humanos por parte de la población habitante de la calle, 
obligación que se suma al reconocimiento de unos contenidos mínimos o esenciales de 
satisfacción de los derechos e ir acrecentándolos paulatinamente, Gradualidad, principio 
que implica la responsabilidad estatal de diseñar herramientas operativas de alcance 
definido en tiempo, espacio y recursos presupuestales que permitan la implementación de 
los programas, planes y proyectos de atención, asistencia y rehabilitación, Autonomía 
Personal, como la posibilidad que tiene una persona de decidir sobre su vida y de 
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determinarse según sus características, la etapa del curso de vida y las condiciones internas 
y externas que inciden en su posibilidad de adoptar decisiones vitales, Intersectorialidad y 
Transectorialidad, Desde estos principios se aborda la importancia de la coordinación, 
concurrencia y subsidiaridad entre los diferentes niveles de la Administración Pública para 
alcanzar los fines establecidos y los valores fundados de la política pública, en diálogo 
continuo con los actores no gubernamentales, académicos, organizaciones sociales y sector 
privado, Corresponsabilidad de los ciudadanos y ciudadanas habitantes de calle, quienes 
deben promover y fortalecer la participación activa e integración individual en igual 
situación, en la planificación, ejecución y evaluación de los programas, planes y acciones 
que se desarrollen para su inclusión en la vida política, económica, social y cultural de los 
territorios en donde habitan” Decreto 560 (2015). 
En la ley 1641 de 2013, se contemplan los lineamientos para la formulación de una 
política pública de habitabilidad en calle, por su parte el Decreto 560 de 2015 desarrolla la 
política pública para la atención en la ciudad de Bogotá, en ninguno de los dos casos se busca 
atacar las causas, por el contrario se propone una política pública basada en la simple 
satisfacción transitoria de algunos elementos necesarios para el buen vivir como techo 
temporal, alimentación, baño y vestido con las mismas características, pero que es ineficiente, 
insuficiente e indigno, porque no atiende a todos los componentes de la calidad de vida y los 
que atiende, en ocasiones lo hace alejado de la aplicación de la dignidad humana.  
Por su parte y siendo más garantista que el legislador, la Corte Constitucional en el año de 
1992 emite la sentencia T-533 en la cual se contempla la posibilidad de que, mediante la 
acción de tutela se garantice lo que denomina, como un derecho público subjetivo en cabeza 
del individuo y a cargo del Estado, la Corte reconoce que los derechos sociales de las 
personas en situación de indigencia pueden concretarse y generar un derecho público 
subjetivo de inmediata aplicación. Así, la Corte ha afirmado que “en caso de que se evidencie 
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una grave afectación del mínimo vital de quien solicita atención y que carece de un núcleo 
familiar cercano que cubra sus requerimientos, procede ordenar de manera excepcional la 
atención del Estado ante la situación de indigencia por tutela” (1992). Para la Corte es el juez 
quien debe proceder a verificar la existencia de los supuestos de hecho que generan a favor 
del indigente, un derecho público subjetivo a una determinada prestación estatal. Siguiendo la 
misma argumentación la Corte, mediante la sentencia, también de tutela 426 del mismo año 
señala que:  
“la persona requiere de un mínimo de elementos materiales para subsistir y aunque la 
Constitución no consagra un derecho a la subsistencia o mínimo vital, éste puede 
deducirse de los derechos a la vida, a la salud, al trabajo y a la asistencia o a la seguridad 
social. La consagración de derechos fundamentales en la Constitución busca garantizar las 
condiciones económicas y espirituales necesarias para la dignificación de la persona 
humana y el libre desarrollo de su personalidad” (1992) 
En este mismo pronunciamiento evidenciamos que según la Corte,  
“el Estado social de derecho hace relación a la forma de organización política que tiene 
como uno de sus objetivos combatir las penurias económicas o sociales y las desventajas 
de diversos sectores, grupos o personas de la población, prestándoles asistencia y 
protección. Exige esforzarse en la construcción de las condiciones indispensables para 
asegurar a todos los habitantes del país una vida digna dentro de las posibilidades 
económicas que estén a su alcance” (1992). 
Que la Corte Constitucional en la sentencia T-881 de 2002, señala que: 
“la dignidad humana, entendida como principio constitucional está vinculada con Tres 
ámbitos exclusivos de la persona natural: la autonomía individual (materializada en la 
posibilidad de elegir un proyecto de vida y de determinarse según esa elección), unas 
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condiciones de vida cualificadas (referidas a las circunstancias materiales necesarias para 
desarrollar el proyecto de vida) y la intangibilidad del cuerpo y del espíritu (entendida 
como integridad física y espiritual, presupuesto para la realización del proyecto de vida). 
Estos tres ámbitos de protección integran, entendidos en su conjunto, el objeto protegido 
por las normas constitucionales desarrolladas a partir de los enunciados normativos sobre 
dignidad” (2002) 
Posteriormente en la sentencia T-092 de 2015 se hace el desarrollo jurisprudencial frente 
al concepto y trato del habitante de calle, pues ha cambiado y actualmente no se exige que la 
persona haya roto vínculos con su entorno familiar pues en sentencia C-385 de 2014 se 
declaró la inexequibilidad por considerarlo violatorio de la igualdad. En conclusión, hoy en 
día un habitante de la calle es: 
“todo aquel que, sin distinción de sexo, raza o edad, hace de la calle su lugar de 
habitación, ya sea de forma permanente o transitoria, y no cuenta con la totalidad de los 
elementos para solventar las necesidades básicas de un ser humano” (2014) 
En otro momento, la Corte Constitucional realizó en la Sentencia T-043 (2015), un análisis 
detallado sobre la atención integral a los habitantes de la calle, el derecho fundamental a la 
salud, el problema de la drogadicción y sobre la política pública a favor de esta población, 
señalando que: 
“una vida así ya no puede ser indiferente al Estado Colombiano. Es más, las condiciones 
de los habitantes de la calle resultan ser un buen rasero para evaluar la vigencia real de un 
Estado social y democrático de derecho, consagrado en el artículo 10 de la Constitución 
Política. Al igual que cualquier otro ser humano, el habitante de la calle cuenta con una 
trayectoria, con un pasado, tiene necesidades y sentimientos, así como una explosiva 
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creatividad e ingenio por explotar. Entre ellos han desarrollado además formas de 
socialización, ocultas y alternas pero existentes” Sentencia T-043 (2015). 
Por último, señalamos que la acción oficiosa, necesaria para la garantía de la dignidad 
humana se presenta como la posibilidad de evitar un daño irreparable en materia de 
responsabilidad del Estado, es decir, la aplicación de la ruta oficiosa es necesaria para todas 
las  poblaciones en estado de debilidad manifiesta y grave vulnerabilidad, esta aplicación 
concretamente se hace por medio de la implementación de políticas públicas bien planeadas, 
estratégicamente analizadas y que procuren la evaluación y reconstrucción colectiva de una 
nueva práctica social, también que en las posteriores sentencias de tutela que se presenten, la 
aplicación del mínimo vital sea abarcando la totalidad de la calidad de vida y no solo un 
elemento de ella, igualmente que se le redacte y haga acompañamiento a las solicitudes que al 
ciudadano o ciudadana tenga necesidad, por parte del Ministerio Público o cualquier entidad 
de forma “oficiosa”, en cumplimiento de sus funciones de atención de la población, además 
de ello, se requiere formación pedagógica constitucional a las comunidades afectadas, 
también a los funcionarios de las instituciones y/o particulares que prestan los diferentes 
servicios, pues es mediante estos que se puede llegar realmente a dignificar las condiciones 
de vida o materializar la dignidad humana, en este sentido es preciso que sea un programa 
pedagógico cuya estrategia sea eliminar una especie de analfabetismo legal y constitucional.    
El concepto de condiciones de vida digna, por su parte, entendido desde el estructuralismo 
funcional, nos permite decir sin temor a errar, que si bien existe un andamiaje estatal, este no 
es efectivo en la práctica con el cumplimiento de sus objetivos misionales y constitutivos, 
que como Estado Social de derecho no dignifica la vida, pues existe una desconexión o des-
asociación en la comunicación de algunos sistemas como el social, económico, de calidad de 
vida, jurídico, entre la estructura gubernamental (instituciones y burocracia) y las realidades 
materiales de la sociedad, podríamos decir que esto obedece, a una falla en la estructura 
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misma y en la forma como está concibe al ser humano, esa desconexión entre sistemas,  
subsistemas, y entre estos con su sistema y su entorno, no permite el funcionamiento efectivo 
de la sociedad, es decir, el Estado no tiene relación efectiva con los sujetos afectados, 
generando inconvenientes, problemas de orden y de satisfacción al interior del sistema 
mismo. De acuerdo con la situación problémica planteada no podemos ubicar esta 
investigación en la legalidad, pues ya existe una amplia regulación jurídica que abarca 
garantías para dicha población, y por tal motivo es posible determinar que existe un conjunto 
de normas, pero que al momento de ser aplicada o materializada no logra cumplir con su 
objeto, no modifica la situación, no soluciona la problemática, en ese sentido, es por lo tanto 
un problema de eficacia el que impide el mejoramiento y dignificación de las condiciones de 
vida del adulto mayor que habita la calle.  
El Estado colombiano en el contexto de Estado social de derecho, tiene como fin procurar 
por la garantía, goce y eficacia de los principios y derechos contenidos en la Constitución, el 
bloque de constitucionalidad, las leyes, decretos y demás elementos que hacen parte del 
corpus iuris que hacen posible, garantizan y obligan al Estado, para lo cual debe encamina su 
voluntad o accionar a la atención y protección de derechos, que a su vez deben ser acorde al 
principio fundacional y constitucional de la dignidad humana, tanto en sus aspectos objetivos 
como subjetivos y atendiendo a todos los componentes de la calidad de vida. Pero en la 
realidad material dichas acciones no satisfacen el total de las necesidades (derechos) y 
algunas de las que cubre no están bajo el marco de la dignidad humana, lo que evidencia un 
problema de eficacia en la garantía o materialización de los derechos humanos, de los 
principios constitucionales y de las normas jurídicas en general, haciendo ver un Estado 
inseguro, poco capaz en la realización de sus fines y su razón de existencia. 
Es cierto que desde el plano legal o mediante propuestas jurídicas, se puede mejorar las 
diferentes falencias en la ruta oficiosa de las condiciones de vida digna del ciudadano adulto 
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mayor que habita la calle, pero la multidisciplinariedad del concepto requiere una 
intervención colectiva según donde se encuentre el vacío en el procedimiento de la ruta de  
acción oficiosa la cual, en el presente trabajo se pretende abordar soluciones principalmente 
desde una perspectiva jurídica, teniendo en cuenta la política pública y sus reglamentaciones, 
como herramientas más cercanas al cambio de la realidad o aplicación del derecho, además 
de las formas sancionatorias para hacerlo cumplir. Después de análisis los resultados en la 
observación participante, se pudo corroborar por una parte, que las medidas para la atención 
que tienen las instituciones del Estado en miras de la garantía de los derechos, presentan 
algunas problemáticas, por ejemplo, presentan dificultades para identificar a la población 
debido a las intervenciones realizadas a las “ollas” en la ciudad año y medio antes de realizar 
el censo, pues como se ha señalado con anterioridad, estas acciones improvisadas generaron 
dispersión de las poblaciones; la necesidad de subcontratar con privados la prestación de los 
servicios contemplados en la política pública; la falta de publicación de informes periódicos 
acerca de nuevas problemáticas y situaciones a mejorar dentro de los servicios; la falta de 
evaluación rigurosa a los servicios; la falta de centros con las garantías necesarias para los 
ciudadanos adultos mayores habitante de calle que de forma voluntaria y de manera reiterada 
han comenzado a transformar sus modos, que buscan una vivienda permanente y reintegro a 
la vida en sociedad. 
En resumen la ruta oficiosa, es un concepto que se debería aplicar a todo grupo 
poblacional en estado de debilidad manifiesta, como es el caso del adulto mayor habitante de 
calle, donde el Estado y la sociedad deben optar por medidas de discriminación positiva a 
favor de personas o grupos, para lograr la igualdad entre los sujetos vulnerables y una 
persona en condiciones promedio, estas medidas de discriminación positiva se deben 
reconocer como particulares según la necesidad de cada sujeto, por ello la importancia de 
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lograr el entendimiento y la mayor aplicación del principio de diversidad contemplado en la 
política pública distrital.  
El principio de diversidad en la acción oficiosa 
Es preciso y necesario en las prácticas del derecho para el caso que venimos analizando, 
privilegiar la utilización, aplicación y uso permanente del principio de diversidad establecido 
en la política pública distrital, decreto 560 de 2015, que define este principio como el que: 
“reconoce la multiplicidad y pluralidad de condiciones, identidades y expresiones, permite 
reconocer que no hay una única forma de vivir la habitanza, visibilizando las múltiples 
formas de ser, hacer y estar dentro del fenómeno más allá de la idea preconcebida que se 
tiene de que todos son iguales, y, por ende, necesitan del mismo trato” decreto 560 (2015). 
Este principio abre paso a que los diferentes servicios de la atención integral tengan en 
cuenta la subjetividad de los ciudadanas y las ciudadanas que se encuentren en estado de 
debilidad manifiesta, en esta situación es donde se debe particularizar la atención y la 
aplicación de los elementos distintivos según cada caso concreto, asunto que termina por 
dignificar los servicios que atienden los componentes de la calidad de vida, pues permite que 
se escuche directamente al sujeto afectado y se le presten los servicios conforme a sus 
necesidades particulares, abre el vínculo comunicacional entre Estado y población 
vulnerable. A través de una figura utilizada en derecho de familia para los niños, niñas y 
adolescentes en estado de abandono, el restablecimiento de derechos, esta figura, consistente 
en la concreción de una suerte de actuaciones de oficio por parte del Estado para la 
protección y atención preferente e integral de población en estado de debilidad manifiesta.  
Por medio de la aplicación del principio de diversidad en los servicios, se materializan 
unas prestaciones o servicios más humanos, dignos, que se preocupa por atenderlos 
realmente deja de verlos como uno más, por ejemplo en nuestra población objeto de estudio, 
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la variedad o diversidad en las necesidades alimentarias requiere que se atienda a cada caso 
particular en este servicio el menú debe estar acompañado de un plan de comidas y el análisis 
de profesionales en el tema —nutricionistas, médicos— pues si bien brindar comida ayuda a 
mejorar las condiciones de vida, no puede hacerlas dignas cuando no les beneficia, o incluso 
les afectan, o incluso no pueden consumirlas por alguna condición de salud. También es 
necesario lograr la flexibilidad y adecuación conforme a su estado de salud, y etapa vital, ya 
que dentro de la política distrital no hay un enfoque, ni especificidad en el trato hacia el 
adulto mayor dentro de la población habitante de calle, situación incomprensible pues 
evidenciamos sus características que los hacen especiales y totalmente diferentes o diversos 
frente al habitante de calle en general, queremos manifestar en este punto que, defendemos la 
autonomía personal de todos los sujetos y especialmente de los habitantes de calle, que estos 
servicios deben ser siempre potestativos, conforme a su querer y entender, pero que de otra 
parte el Estado debe garantizar la posibilidad a través de la acción oficiosa, de restablecerles 
sus derechos y garantizar la igualdad de los más vulnerables, manteniendo la capacidad de 
atenderlos y logrando la efectividad de las medidas de discriminación positiva para cada 
población y concretamente de los adultos mayores habitantes de calle, que sean planeadas, 
completas, coherentes, diversas y por tanto dignas. 
Una de las situaciones más preocupantes y sobre la cual queremos abordar su estudio para 
su particular atención, son los casos de las mujeres adultas mayores habitantes de calle, sus 
características y forma de estar los espacios que las pone en una situación de vulnerabilidad 
especial, bastante más gravosa dentro y fuera de los servicios de centro noche, pues adicional 
a sus condiciones que la ponen en debilidad manifiesta, encontramos una sociedad 
tradicionalmente machista, donde las ciudadanas son personas a proteger con extrema 
urgencia y preferencia, algunas son mujeres “activas” —en el ejercicio de la prostitución—, 
se han sentido en exceso débiles, por ejemplo, su intimidad en calle la han abandonado, o 
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mejor perdido totalmente, han intentado en algunos paga diarios, baños, cambuches obtener 
una muestra de privacidad como un anhelo para todas ellas, pues dentro de los centros 
tampoco la encuentran, no ha hay lugares diferenciados por género, las habitaciones son 
comunes sin ningún tipo de elementos que brinden privacidad o propendan por la intimidad, 
han manifestado sentirse atacadas en todo sentido dentro y fuera, incluso sexualmente por los 
hombres que comparten el servicio, a razón de esto han buscado agruparse pero son una 
minoría dentro de los adultos mayores habitantes de calle y es evidente que el servicio no 
está preparado para atenderlas. Adicionalmente los hombres se sienten con un poder social 
sobre ellas, les hacen bullying, las molestan, se sienten los dueños del espacio, a algunos les 
gusta dormir desnudos o son desaseados, mientras las mujeres mantienen su pudor y una 
necesidad imperiosa de intimidad, una infraestructura que les permita sentirse en un tipo de 
casa, bajo protección, cómodas y seguras al dormir, en fin, que se pueda brindar un espacio 
propicio para su particular forma de concebir el mundo, el cuerpo, de expresar sus 
sentimientos y emociones. 
Frente al trato judicial por parte de los jueces de tutela, cuando eventualmente los sujetos 
solicitan directamente o con ayuda de un “agente oficioso del Estado”, el juez debe estar en 
capacidad de aplicando el mínimo vital y atender a la diversidad de los sujetos en debilidad 
manifiesta y garantizar todos los derechos y de forma concreta los servicios que componen a 
la calidad de vida, que en cada caso se dignifiquen sus particulares condiciones de vida, 
teniendo en cuenta la solicitud vía tutela, pero también la situación concreta de estos sujetos 
vulnerables, a modo que el juez pueda fallar ultra y/o extra petita, sin ninguna restricción en 
pro de las medidas que terminan por garantizar el principio constitucional de dignidad 
humana, el derecho a la igualdad, el principio de diversidad, donde no se puede confundir la 
acción oficiosa, con un estado benefactor o paternalista, por el contrario se trata de un Estado 
que se preocupa por atender a diferentes sectores de la población que están indefensos, 
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sujetos que no pueden brindarse su propio bienestar y donde es obligación social, ética y 
moral y jurídica, prestar una atención preferente a estos grupos, particularmente cuando la 
humanidad se dirige a que su población va a tener una vejez más prolongada pero no 
precisamente con mayor bienestar, esto acompañado de familias cada vez más 
disfuncionales, una sociedad más individualista, un Estado más indiferente y corrupto, una 
economía que aumenta en desigualdad, en fin está dispuesto todo un contexto peligroso para 
cualquier colombiano que naturalmente pueda llegar a su vejez o superar los 60 años 
conforme a la expectativa de vida. 
La diversidad como elemento que dignifica el derecho 
Hablando de ciudadanos y ciudadanas que se encuentran en un estado de debilidad 
manifiesta y grave vulnerabilidad, y de la forma de cómo hacer de su vida una vida en 
condiciones de dignidad, debemos decir que es necesario que al momento de prestar los 
servicios de atención a esta población se atienda en todos los componentes de la calidad de 
vida , pero que además se tenga en cuenta las perspectivas y necesidades concretas del sujeto, 
esto en procura de superar problemas de atención que surgen principalmente de la falta de 
comunicación, desinformación y desconexión entre los sujetos y el servicio, esto se ve 
respaldado en hechos como que existan en los centros noche gran cantidad malestares o 
necesidades particulares a satisfacer, que no se atienden o que se prestan mediante servicios 
generalizado que nunca individualizan al sujeto y que en consecuencia, generan situaciones 
que impiden, retrasan, entorpecen la dignificación de la vida. Por lo cual es necesario aplicar 
el contenido del concepto de diversidad en la prestación de los servicios que se deben brindar 
de forma oficiosa y que también se pueden exigir a través de mecanismos de protección que 
se encuentra contemplados en la ley, están en la política pública, hasta en la Constitución, 
como la tutela pero que estos, también carecen de efectividad en la garantía de la dignidad 
humana, es decir, el Estado obligado a cumplir con sus fines, principios y derechos, no se 
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puede justificar en la simple prestación de un servicio básico que atiende a un sujeto 
altamente vulnerable únicamente de forma general y no se preocupa por sus necesidades o 
deseos más íntimos y  particulares.  
En resumen el estado colombiano a través de su ruta oficiosa de atención para las 
poblaciones vulnerables tiene dos caminos, por un lado, la prestación de servicios que 
atienden la calidad de vida en su totalidad y por otro el fallo del juez de tutela que contemple  
un mínimo vital conjugado y de la mano con todos los demás componentes de la calidad de 
vida que para el caso hagan falta en sus condiciones de vida, en ambos casos, sin lugar a 
dudas, debe atender a la diversidad de los sujetos, de esta forma es que se hace posible abrir 
la puerta a los servicios, fallos judiciales y en general un Estado que garantiza a su población 
derechos respaldado en sus principios y fines como la dignidad humana. En nuestro 
particular caso de estudio el Estado busca materializar la igualdad, a través de acciones que 
nivelen a los adultos mayores habitantes de calle a unas condiciones de vida digna conforme 
a la diversidad de sus necesidades. 
Conclusiones 
Cada vez se hace más evidente la necesidad de un actuar conforme a las obligaciones del 
Estado en el plano nacional como internacional, pues es pertinente que se garanticen los 
derechos fundamentales, estos últimos entendidos como todos los derechos consagrados en 
Constitución, leyes, tratados y convenios internacionales, entre otros y sólo separados por 
cuestiones académicas frente a sus mecanismos de defensa, los cuales en Colombia al igual 
que el cuerpo normativo, no son efectivos, no logran materializar el derecho, mucho menos 
los principios y los fines se quedan solo en letra escrita y no son eficaces, adicionalmente en 
los casos donde hay poblaciones en estado de debilidad manifiesta donde se debe atender y 
proteger de forma oficiosa, como los niños, niñas y adolescentes, mujeres en estado de 
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embarazo, personas con algún tipo de discapacidad, y en nuestro particular caso, los adultos 
mayores habitantes de calle a nivel del distrito capital, personas en condiciones de  debilidad 
manifiesta, a quienes no se logra prestar unos servicios que abarquen la diversidad de las 
particularidades o especificidades de  los sujetos y en consecuencia no se materializa la 
igualdad, siendo este el principio —diversidad— que dignifica estas medidas o acciones 
oficiosas de discriminación positiva. 
Partiendo desde el acceso a la administración de justicia hasta el cumplimiento de las 
sentencias judiciales, hay una búsqueda incesante de unas condiciones de vida digna por 
parte de los adultos mayores habitantes de calle, por tanto en su atención y garantía judicial 
se debe incluir su subjetividad, su perspectiva, y más que ello atender a la singularidad y 
diversidad de sus necesidades frente a la generalidad de la población vulnerable de la que 
hacen parte, esto permite identificar el grado de satisfacción, los intereses y necesidades de 
los mismos, cuestión que nos reafirmó la idea de que en la realidad material las acciones 
adelantadas por el Estado no satisfacen el total de las necesidades (derechos) y algunas de las 
que cubre no están bajo el marco de la dignidad humana por desconocimiento e inaplicación 
del principio de diversidad, en lo que se concluye como un problema de eficacia en la 
garantía o materialización de los derechos humanos, de los principios constitucionales y de 
las normas jurídicas en general, haciendo ver un Estado inseguro, poco capaz en la 
realización de sus fines y su razón de existencia, pero que encuentra en la acción oficiosa y 
en los servicios la forma de garantizar, proteger y restablecer derechos que permiten la vida 
digna. 
Por último frente a la eficacia de la norma podemos decir después de esta investigación, 
reafirmamos la idea inicial y es que mediante la prestación de servicios que se materializan 
los derechos, y que prestados estos bajo el principio de diversidad y reconociendo como 
elemento importante la valoración del sujeto —adulto mayor habitante de calle—, es que se 
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logra dignificar las condiciones de vida que se brindan por medio de los servicios de centro 
noche por ejemplo, además reiteramos lo señalado con anterioridad, frente al fenómeno de 
habitabilidad en calle cuando señalamos que es un fenómeno secundario, que necesita de la 
solución de muchos otros factores de tipo social, cultural y económico para desarrollarse 
como fenómeno a atender, que no puede abordarse de forma invasiva y sin las herramientas 
adecuadas.    
La presente investigación concluye con el inicio de un proceso de creación y diseño de la 
ruta oficiosa para la atención del adulto mayor habitante de calle en el distrito capital, 
abriendo la posibilidad de la aplicación del concepto acción oficiosa a las demás poblaciones 
en estado de debilidad manifiesta y en los distintos niveles territoriales. Centrándonos en la 
ruta de oficiosa del adulto mayor habitante de calle, pretendemos generar espacios para su 
constante elaboración y evaluación, donde la política pública no sea el último elemento 
jurídico de la acción oficiosa, es decir, abrimos la participación académica y de los demás 
sectores interesados en el procedimiento multidisciplinar mediante el cual el Estado debe 
garantizar sus fines y principios como la dignidad humana, el derecho de la igualdad —que 
es principio y fin del Estado—, el cual le impone una obligación de adoptar oficiosamente 
medidas de discriminación positiva, que presentan unas generalidades en ciertos grupos 
poblacionales como los habitantes de calle, pero dentro de los cuales hay diversidad de 
características específicas en cada sujeto, que necesita una singularidad en la atención, por 
ello se requiere la aplicación en los servicios de la diversidad —como principio y elemento 
del derecho a la igualdad—, y pluralismo para que se puedan dignificar las condiciones de 
vida de las personas en mayor grado de vulnerabilidad como el adulto mayor habitante de 




Se busca brindar herramientas de ayuda desde la perspectiva socio jurídica para la 
proyección de los programas de atención a los adultos mayores habitantes de la calle a nivel 
distrital y nacional, con la posibilidad de abarcar herramientas de esta acción oficiosa a los 
demás grupos de población en estado de debilidad manifiesta, además la elevación teórica del 
concepto condiciones de vida digna o vida digna con todos los elementos de la calidad de 
vida, así como también la necesidad de entender y aplicar el principio de diversidad de forma 
independiente y dentro del derecho a la igualdad, que amplíe la variedad de los servicios y 
garantice su prestación con calidad, entiendo que los derechos garantizados son el elemento 
que dignifica la vida de cualquier persona, especialmente de las personas en estado de 
debilidad manifiesta, que es cuando el Estado y sociedad debe encaminar todo su actuar 
voluntario y oficioso, para restablecer sus derechos y posicionar la igualdad con acciones 
concretas, a quienes no están en condiciones de brindarse su propio bienestar y mucho menos 
de garantizarse y mantener una subsistencia digna. 
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